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RESUMEN 
 

La presente investigación tiene como pregunta central la siguiente: ¿Cuáles son 

las causas de índole jurídico-social, provocan que los jueces penales, se 

desvinculen de la acusación fiscal, en el Distrito Judicial de Cajamarca, durante 

los años 2014 y 2015?, en ese sentido el objetivo principal es determinar dicha 

causas jurídico-sociales. Según lo ya referido, la hipótesis central de nuestra 

investigación es la siguiente: Las causas de índole jurídico-social que provocan 

que los jueces penales se desvinculen de la acusación fiscal, en el Distrito Judicial 

de Cajamarca, durante los años 2014 y 2015 son: existencia de una errónea 

calificación jurídica de los hechos penales (tipicidad errónea), y, la presión 

mediática de la prensa y la sociedad. Siendo que dichas causas están referidas 

tanto a cuestiones de puro derecho como a condicionamientos externos. Es así 

que, para contrastar dicha hipótesis se han utilizado técnicas cualitativas de 

investigación documental (Rojas, 2011, p. 279), debido a que para conseguir 

contrastar la hipótesis se han investigado actas y sentencias de procesos penales, 

las técnicas utilizadas han sido: Revisión documental, el fichaje, observación de 

caso (Ferrer, 2015, p. 307); para aplicar dichas técnicas se han elaborado fichas, 

cuadros, grabaciones y listas. 

 

Palabras claves: Acusación Fiscal, Desvinculación, tipicidad, determinación de la 

pena. 
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ABSTRACT 
 

This research is the following central question: What are the causes of legal-

social, cause criminal judges, dissociate from the prosecution, in the Judicial 

District of Cajamarca, during the years 2014 and 2015 ?, in meaning that the main 

objective is to determine that legal and social causes. As already mentioned, the 

central hypothesis of our research is: The causes of legal and social issues that 

cause criminal judges dissociate from the prosecution, in the Judicial District of 

Cajamarca, during the years 2014 and 2015 are: existence of an erroneous legal 

characterization of the criminal acts (wrong criminality), and media pressure from 

the press and society. Since these causes are referred to both purely legal 

questions as to external conditions. Thus, to test this hypothesis have been used 

qualitative techniques of documentary research (Rojas Crotte, 2011, p. 279), 

because for the hypothesis have been investigated criminal acts and statements of 

processes, techniques used were : Document Review, the signing, observing case 

(Ferrer, 2015, sp.); to apply these techniques have been developed chips, pictures, 

recordings and lists. 

 

Key words: indictment, Untying, criminality, sentencing. 
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INTRODUCCIÓN 

 

Como se ha señalado en el resumen de la investigación, la tesis surge a partir de la 

necesidad de conocer las causas jurídicas o sociales que justifican la 

desvinculación de los Jueces Unipersonales o del Colegiado de los términos de la 

acusación fiscal; en virtud de ello ha surgido la idea de investigación, debido a 

que es importante conocer si dicha desvinculación obedece a motivos 

justificables, basados en la aplicación tanto de los principios del proceso penal 

como de las reglas instituidas por el modelo acusatorio, de manera que no se deje 

al mero arbitrio judicial la determinación de la corrección o no de la acusación 

fiscal, sino, que éste sea el aval para asegurar su eficacia. 

 

En ese sentido, la presente investigación busca realizar una descripción de dicha 

realidad problemática, a través de la utilización de métodos y técnicas propias de 

la investigación cualitativa, al respecto, el estudio a llevarse a cabo será tanto 

teórico como empírico, puesto que se ha diseñado una investigación básica para 

comprender los dogmas del derecho procesal penal que se encuentran inmersos en 

la problemática descrita y, al mismo tiempo se ha ideado una investigación 

aplicada para conocer cómo es que dichos dogmas son empleados en el contexto 

del proceso penal. 

 

La determinación de las causas que motivan la desvinculación solucionará tanto 

problemas dogmáticos como prácticos, puesto que de determinarse que las causas 

para la desvinculación del Juez de Juzgamiento respecto de una acusación fiscal 

corresponden a causas extra jurídicas que, incluso, contradicen la finalidad del 
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proceso penal, tendrían que recomendarse medidas normativas que impidan que el 

uso del libre albedrío judicial termine afectando el debido proceso, el derecho de 

defensa y los demás principios en los que se basa el derecho penal y el procesal 

penal, por otro lado, se posibilitará la correcta administración de justicia en los 

casos concretos, la protección de los derechos fundamentales y procedimentales 

de las partes intervinientes en el mismo. 

 

No existen iniciativas ni legislativas ni doctrinarias que busquen dar solución al 

problema planteado en el presente trabajo, es por ello que este primer documento 

será descriptivo de la problemática y de las causas que la generan, constituyendo 

el primer paso para alcanzar su solución. 

 

En ello radica la necesidad de estudiar la figura procesal presentada, pues el 

conocimiento de las causas que la generan en la práctica judicial, nos posibilitará 

asegurar el cumplimiento de los fines del proceso penal, el respeto de los 

principios y los derechos que lo conforman. 

 

En ese sentido, para cumplir con los objetivos trazados, se ha recolectado la 

información pertinente de los archivos del pull de especialistas del módulo penal 

de la sede del distrito judicial de Cajamarca, dicha información ha sido analizada 

mediante la utilización de los instrumentos, técnicas y métodos señalados en el 

marco metodológico del presente documento y, finalmente se ha alcanzado una 

discusión basada en los datos teóricos y los resultados empíricos obtenidos. 
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1.1 Descripción de la realidad problemática 
 

La concepción del derecho ha ido variando con cada corriente que ha 

planteado una propuesta de su naturaleza; ello ha influido materialmente en 

su desarrollo y desenvolvimiento de conformidad con la época, las 

costumbres, las creencias y los aportes doctrinarios con posturas 

iusnaturalistas, positivistas y, actualmente, constitucionalistas.  

 

Ha sido en la centuria pasada con las formulaciones de Hans Kelsen en la 

Constitución Austriaca de 1920 (Pons, 2009, p. 217) y con los postulados de 

H.L. Hart (Hart, 1968, p. 148) que se han desarrollado las posturas 

positivistas que han dotado de orden y han propiciado el acercamiento al 

carácter científico del fenómeno llamado “Derecho”; sin embargo, dichas 

posturas han terminado por afectar la concepción del derecho mismo, 

restringiéndolo a la consideración de que se trata de un mero conjunto de 

normas positivizadas dictadas por un órgano con legitimidad para ello.  

 

Dicha afirmación no acusa a los defensores del positivismo de haber 

restringido el derecho al mero conjunto de normas positivizadas, sino a los 

propios ejecutores que llevaron a cabo una interpretación restrictiva de los 

postulados del positivismo; mal que se pretende expulsar de la idea de los 

juristas de hoy, en pro de la verdadera consecución de la paz social en 

justicia.  
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El Derecho penal no escapa a esta idea y, por tanto, debe ser manejado en 

virtud del respeto de derechos constitucionales aunque esto implique la 

suavización de ciertas formalidades; sin embargo es menester asegurarnos 

de que dicha flexibilización no lleve al juzgador hacia el otro extremo y lo 

convierta en un poder absolutista como el de la monarquía medieval.  

 

Uno de los grandes problemas que se han venido suscitando estos últimos 

años en la Administración de Justicia en el ámbito Penal, en la ciudad de 

Cajamarca, es la falta de congruencia que existe entre la Acusación Fiscal, 

emitida por el Representante del Ministerio Público, y la Sentencia Penal, 

emitidas por los Juzgados Unipersonales y Colegiado, ya que existe un gran 

porcentaje de sentencias en las cuales el Juez Penal se desvincula de la 

acusación fiscal (Inventario Judicial del Poder Judicial, 2015, que ha sido 

observado y analizado del Sistema Integral Judicial de la Corte Superior de 

Justicia de Cajamarca).  

 

Para todas las personas ligadas al actuar diario en la Administración de 

Justicia, resulta problemático el tener que lidiar con los fallos pronunciados 

por los Juzgados Unipersonales y Colegiados, los cuales no respetan el 

Principio Acusatorio, por el cual se dividen las funciones de los órganos 

participantes en un Proceso Penal, esto es, Juez (Unipersonal y Colegiado), 

Fiscal y abogado defensor, donde el Juez Penal, es el encargado 

exclusivamente de Juzgar y Sentenciar a los involucrados en un Proceso 

Penal. 
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El Ministerio Público es el organismo encargado de ejercer la facultad 

investigadora y acusadora, por efecto del ius puniendi del Estado; y la 

defensa del imputado, es esgrimida por el abogado litigante.  

 

Bajo este supuesto, el Fiscal es quién determina la calidad y los cargos que 

se imputan a una determinada persona, por lo que, es el Juez de la causa 

penal quien debe emitir Sentencia de conformidad con los cargos que 

plantea el Fiscal.  

 

Ahora, en la experiencia como operadores jurídicos los tesistas han caído en 

la cuenta de que los órganos encargados de la Administración de Justicia se 

han olvidado de la división de funciones o roles; por cuanto, el Juez o los 

Jueces al momento de emitir su Sentencia, terminan desvinculándose del 

tipo penal que desde un inicio se imputaron al procesado, es decir, no tienen 

en cuenta la Formalización de la Investigación Preparatoria menos la 

Acusación del Fiscal.  

 

Este es el problema central de la investigación, debido a que es imperativo 

que todos los organismos gubernamentales, en sentido lato, incluido el 

poder judicial se encuentren sometidos a un check and balances y no 

irrumpan en la actividad de los Fiscales, salvo, claro está, en los casos en los 

que se estén vulnerando principios fundamentales del derecho penal y en 

cumplimiento de requisitos de procedibilidad taxativamente establecidos.  

 



19 
 

Además, debe tenerse presente que la facultad revisora del juez se agota en 

la etapa intermedia del proceso penal y que la misma se constituye un filtro 

estricto para pasar a juicio oral, pues se lleva a cabo el control formal y 

sustancial de la acusación penal en la que se debe de proceder a identificar y 

cambiar la tipicidad en caso de la existencia de una falta de imputación 

necesaria.    

 

Hoy en día, en el distrito Judicial de Cajamarca, los señores Jueces de 

Juzgamiento no respetan los criterios rectores de la división de funciones o 

roles y se irrogan facultades incluso persecutoras del delito, que desde el 

punto de vista legal y doctrinario, no es admisible.  

 

Uno de los grandes problemas que se han venido suscitando estos últimos 

años en la Administración de Justicia en el ámbito Penal, es la falta de 

congruencia que existe entre la Acusación Penal, emitida por el 

Representante del Ministerio Público, y las Sentencias emitidas por los 

Juzgados Unipersonal y Colegiado.  

 

Dentro de este contexto enunciado, lo que la presente investigación busca, 

es establecer cuáles son las causas que llevan a que los Jueces Penales se 

desvinculen de la Acusación Fiscal, si se trata de causas de índole jurídico, 

social, u otras y si estas justifican el quebrantamiento de los pesos y 

contrapesos que le otorgan autonomía a un organismo autónomo 

constitucionalmente reconocido, como es el Ministerio Público.  
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La investigación pretende abordar el tema desde un punto de vista práctico, 

que nos permita visualizar qué factores llevan a los Jueces Penales, a 

desvincularse de la Acusación Fiscal, ¿acaso podemos encontrarnos frente a 

un problema que radique en la inadecuada aplicación de la teoría jurídica del 

delito en los operadores del derecho?, ¿frente a una mala interpretación de 

los roles de los jueces y fiscales en el nuevo sistema procesal penal? o 

¿frente a una mala praxis, por una presión mediática de los medios de 

comunicación social y/o las partes involucradas en el proceso penal?.  

 

1.2. Formulación del Problema  

 

¿Cuáles son las causas de índole jurídica o social, que provocan que los 

jueces penales, se desvinculen de la acusación fiscal, en el Distrito 

Judicial de Cajamarca, durante los años 2014 y 2015? 

 

1.3.   Justificación de la Investigación 

 

La presente investigación encuentra su justificación en las teorías eclécticas 

respecto de la finalidad del proceso, específicamente en la doctrina propuesta 

por el maestro Carnelutti (1944, p. 255), quien sostiene “[…] que el proceso 

se hace y se desenvuelve para la justa composición del litigio y su finalidad es 

la paz con justicia […]”.  
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Evidentemente dicha doctrina desarrollada en el contexto del derecho civil, 

encuentra su asidero en la totalidad de procesos derivados de éste e inclusive 

en aquellos que están referidos a otras áreas del derecho.  

 

Adecuando lo dicho al tema específico, estableceremos las siguientes 

justificaciones del presente trabajo: 

 

1.3.1. Justificación Teórica  

 

Con esta investigación se trata de producir conocimiento, respecto de un tema 

práctico, como es la correspondencia o congruencia entre la Acusación Fiscal y la 

Sentencia penal; asistidos del conocimiento vertido sobre los principios del 

proceso penal, la Acusación y la Sentencia penal. Trataremos de fortalecer la 

teoría del sistema Acusatorio, donde el Juez y el Fiscal mantienen funciones 

específicas y diferenciadas. 

 

Se pretende realizar un trabajo que sirva de base para futuras investigación, así 

como proporcionar ideas, recomendaciones, e hipótesis. 

 

1.3.2. Justificación Metodológica 

 

Con esta investigación se puede ayudar a crear un nuevo instrumento para 

recolectar o analizar datos, respecto de cómo los Jueces Penales vienen aplicando 

el derecho. Del mismo modo va sugerir como estudiar más adecuadamente el 
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problema práctico, y crear métodos aplicables para poder hacer más predecible la 

Administración de Justicia en el distrito judicial de Cajamarca. 

 

1.3.3. Justificación práctica 

 

La presente investigación sobre la desvinculación entre la Acusación Fiscal y la 

Sentencia Penal emitidas por los Juzgados Penales en el distrito judicial de 

Cajamarca, tiene como fundamentación, que la Administración de Justicia sea 

más predecible, y que los sujetos del proceso penal, sepan desde la Formalización 

de la Investigación Preparatoria, los cargos sobre los que se pretenden investigar, 

y por los cuales éstos deben de plantear su defensa, y por cuales serán 

sentenciados. 

 

La trascendencia de este trabajo de investigación, para la sociedad en su conjunto 

será positiva. 

 

En conclusión, esta investigación ayudará a resolver un problema práctico de la 

Administración de Justicia en la ciudad de Cajamarca, entendiendo que los fallos 

de los Juzgados Penales son trascendentales en la Administración de Justicia; 

máxime, si en sus manos tienen bienes jurídicos de sumo primer grado, la vida, la 

libertad, la salud, etc. 
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1.4.  OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN 

 

1.4.1. General 

 

Determinar las causas de índole jurídica o social que provocan a los jueces 

penales desvincularse de la acusación fiscal en el distrito judicial de Cajamarca, 

durante los años 2014 y 2015. 

1.4.2. Específicos 

 

E1: Determinar si las causas de la Desvinculación de la Acusación Fiscal, por 

parte de los Jueces Unipersonales o Colegiados, son únicamente de índole 

jurídico. 

 

E2: Determinar si las causas de la Desvinculación de la Acusación Fiscal, por 

parte de los Jueces Unipersonales o Colegiados, son únicamente de índole social. 

 

1.5. HIPÓTESIS DE LA INVESTIGACIÓN 

 
 

Las causas que justifican que los jueces de juzgamiento se desvinculen de la 

acusación fiscal en el Distrito Judicial de Cajamarca durante los años 2014 y 2015 

son: 1) de índole jurídico la existencia de una errónea calificación jurídica de los 

hechos penales (tipicidad errónea) y, de índole social, la presión mediática de la 

prensa y sectores de la sociedad.  
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1.6.  TABLA 01: Operacionalización de las Variables 

 

V1: Errónea calificación de los hechos penales o tipicidad errónea. 

V2: Presión mediática de la prensa y sectores de la sociedad. 

 

 

Variables Definición 

Conceptual 

Dimensión Indicador Instrumento 

Errónea 
calificación de 

los hechos 
penales o 
tipicidad 
errónea 

Actuación 
deficiente u 
equívoca del 
Fiscal en la 
calificación de los 
hechos y la 
tipificación del 
delito. 

Subsunción de 
los hechos en 
los tipos 
penales. 

Confirmación de 
que en la 
acusación existe 
errónea 
calificación de los 
hechos penales o 
tipicidad errónea. 

Ficha de 
resumen. 
Ficha de 
observación. 

Presión 
mediática de la 

prensa y 
sectores de la 

sociedad. 

Intervención de 
los grupos de 
actores sociales o 
grupos de presión 
social en las 
decisiones 
judiciales.  

Interés de los 
grupos de 
presión. 
Influencia de los 
grupos de 
presión. 

Tipos de actores 
sociales con 
interés en los 
aspectos 
jurisdiccionales. 
Nivel de 
influencia de 
dichos atores 
judiciales como 
grupos de presión 
social. 

Ficha de 
resumen. 
Ficha de 
observación. 
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CAPITULO II 

 

MARCO TEÓRICO 
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2.1. ANTECEDENTES 

 

La investigación que se pretende desarrollar no tiene un antecedente en el 

Perú, menos a nivel local, existiendo una tesis a nivel internacional 

(España), que tiene mucho que ver con el tema de la Desvinculación entre la 

Acusación Fiscal y la Sentencia Penal, la misma que es identificada como: 

“Universidad de La Laguna”, título: Congruencia entre Acusación y 

Sentencia Penal, Autor: González Navarro, Alicia, Director: Tomás López-

Fragoso Álvarez, Departamento de Derecho Internacional y Procesal, donde 

trata el problema planteado en la presente tesis desde una óptica mucho más 

amplia, desde una visión netamente teórica, que trae consigo como 

conclusiones: que el objeto del proceso es precisamente el de establecer 

cuáles son los términos a que el órgano jurisdiccional va a quedar vinculado 

y de los cuales no  podrá apartarse ni siquiera a través de la vía del 

planteamiento de la tesis prevista en el artículo 733 de la Ley de 

Enjuiciamiento Criminal, (desvinculación procesal penal en el Perú). Y que 

el objeto del proceso penal está constituido por los hechos y las personas 

que hayan sido acusadas de los mismos, básicamente. 

 

Como mencionamos en el párrafo anterior, esta investigación no presenta 

antecedentes directos de estudios, tratados o investigaciones acerca del tema 

específico a desarrollar, lo cual afirmamos después de haber revisado las 

diversas bases de datos de las Universidades privadas y nacionales, tales 

como la Pontificia Universidad Católica del Perú, la Universidad Mayor de 

San Marcos, la Universidad San Martín de Porres, la Universidad Inca 
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Garcilaso de la Vega, la Universidad Alas Peruanas, la Universidad Peruana 

de Ciencias Aplicadas, la Universidad Privada del Norte, la Universidad 

Nacional de Cajamarca, a través de sus portales virtuales y, en el caso de las 

Universidades Nacional de Cajamarca y San Pedro de nuestra ciudad en sus 

respectivas bibliotecas; así como, en la biblioteca de Derecho y Post Grado 

de nuestra Universidad. 

 

2.2. BASES TEÓRICAS 

 

Como puede inferirse del texto constitucional, el Perú busca la aplicación 

armónica de las normas de carácter penal a través de un procedimiento 

constitucionalmente legítimo, esto es, con el respeto irrestricto de los 

derechos y principios constitucionales que dotan de legitimidad al ius 

puniendi estatal. 

 

Sin embargo, hemos de indicar también que esta práctica no siempre fue la 

misma, es más, en la mayoría de los casos esta teoría no alcanza a 

convertirse en práctica, puesto que se encuentra muy enraizado en nuestra 

comprensión del derecho el paradigma positivista. 

 

Es, por ello, imperativo para cualquier operador jurídico conocer la 

evolución que han sufrido los paradigmas jurídicos según la sociedad en la 

que se desarrollaron para poder iniciar con la comprensión del actual 

paradigma y proceder con su correcta ejecución.  
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Con esto se hace referencia al respeto y protección de los derechos 

fundamentales por encima de disquisiciones o disposiciones del Derecho 

positivo ambivalentes o sin fundamento constitucional, así como la sujeción 

de todo el ordenamiento jurídico de manera jerárquica hacia la 

Constitución. 

 

Por ello, la primera parte de la tesis tiene como finalidad elaborar una 

reseña de las discusiones acerca de la naturaleza del Derecho que marcaron 

los paradigmas que se adecuaban a cada época, cuáles fueron las causas de 

su adopción y abandono, hasta llegar a las causas de la adopción del último 

paradigma y la conveniencia de su comprensión y aplicación. 

 

Tengamos en cuenta que la deficiencia en la comprensión de los paradigmas 

significa el origen de la deficiencia en la concepción que se tenga de las 

figuras jurídicas, como es el caso de la desvinculación de la acusación penal 

regulada en el artículo 374, inciso1 del Código Procesal Penal, que puede 

variar entre la concepción de una posibilidad para abusar del derecho 

mediante el uso formalista del mismo o, como una figura que debe ser 

interpretada de conformidad con principios.  

 

A manera de acercamiento a esta crítica podemos adelantar que la 

protección de los derechos fundamentales acorde con una interpretación 

sistemática de la Constitución y de los normas internacionales conexas no 

admite ámbitos o zonas de indefensión, es decir, al igual como la hace la 

Constitución con la disposición tercera de su texto en el reconocimiento de 
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otros derechos, la protección de los derechos fundamentales en los distintos 

ámbitos del derecho no puede atenerse a un método literal, simplicista y 

acomodado. 

 

2.2.1. POSIBILIDAD DE LA APLICACIÓN DEL DERECHO PENAL 
DESDE UNA ÓPTICA IUSNATURALISTA 

 

Las tesis iusnaturalistas se instituyen como el pilar de nuestra 

investigación, en el extremo aún vigente de sus afirmaciones, explicado en 

los párrafos anteriores, y que no ha podido ser destruido por lo 

planteamientos positivistas que tanto retraso significaron para la ciencia 

jurídica y que, para los efectos de nuestra posición, significan la causa del 

problema de la aplicación del artículo 374, inciso 1 del Código Procesal 

Penal. 

 

En la actualidad se puede afirmar que el iusnaturalismo vigente es una 

doctrina que pretende establecer principios ideales de justicia como 

parámetros permanentes, fuente de inspiración y guía del derecho positivo 

y de la interpretación jurídica (García, 1980, p. 40). 

 

Claro está, como lo afirma Molina (2009, p.73), los problemas típicos del 

derecho no son resueltos por el debate entre el iusnaturalismo y el 

positivismo, es más, el legado de estas dos corrientes no es la 

determinación de la naturaleza del Derecho, sino la formulación de una 

estructura sistémica que permitió sustentar sustantivamente la práctica 

jurídica. 
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Es también claro que la finalidad debió ser siempre la búsqueda de la 

justicia, pero esto no resultó siendo posible en ninguno de los dos casos y 

de ello no son responsables las estructuras mismas sino el comportamiento 

de los seres humanos, quienes en última cuenta somos sus ejecutores. 

 

Esto debe ser tenido en cuenta tanto por Fiscales como jueces en el 

contexto de la aplicación del referido artículo 374, inciso 1 del Código 

Procesal Penal, pues esta no puede estar referida a la mera aplicación 

formal de normas legales, sino simplemente debe tratarse de la primacía 

de los principios constitucionales por encima de las normas legales, de 

otro modo podría propiciarse el abuso del derecho. 

 

a. Sustrato afín con el tema específico 

 

La importancia de la doctrina moderna del derecho natural para efectos 

de nuestra investigación, es su postulado acerca de la existencia de 

valores supremos que son el resultado de la propia naturaleza humana, 

pues a pesar de sus diversas posiciones acerca de la naturaleza del 

derecho, todos coinciden en la aseveración de que es la naturaleza del 

ser humano la que origina las máximas que han de ser seguidas por los 

juristas (Sánchez, 1975. P. 633). 

 

A diferencia de lo que ellos mismos señalan, actualmente se tiene 

conocimiento de que dichos valores o principios no deben ser 
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interpretados hermenéuticamente sino teleológicamente, es más, 

haciendo uso de la dogmática y de la historia, realidad que debe ser 

asimilada por nuestros magistrados. 

 

Claro está, teniendo siempre presente la unidad del derecho y 

consecuentemente guardando conciencia de que las subdivisiones del 

mismo tienen fines prácticos y didácticos, mas no diferenciadores; más 

aún si nos referimos a la relación de subordinación que existe de todas 

las ramas del derecho hacia el derecho constitucional (Castillo, 2012, p. 

164).  

 

Podemos afirmar, entonces, que éste postulado iusnaturalista es 

conocido por los hombres del derecho de nuestra realidad, todos somos 

conscientes de la existencia de principios y valores supremos que se 

fundan en la naturaleza misma del ser humano, pero a pesar de ello, la 

práctica jurídica no registra gran número de casos con los que se 

constate el esfuerzo por dotarles de eficacia. 

 

Dichos principios pueden estar contenidos o no en el documento 

constitucional, pero resulta importante que además de tener 

conocimiento de su existencia también podamos adquirir, como 

estudiantes y en general como operarios del Derecho (juez, legislador, 

doctrinario, etc.), el compromiso de posibilitar su vigencia y eficacia 

para cuestiones prácticas como el derecho de no ser detenido por más 

de 24 horas, de no ser objeto de torturas o tratos humillantes en el 
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contexto de una investigación preliminar o preparatoria, de guardar 

silencio, etc. 

 

La clave está en comprender el contenido sustancial de dichos 

principios independientemente de su contenido formal; es decir, de 

nada sirve regular en un cuerpo legislativo que la detención para delitos 

comunes tiene como periodo máximo 24 horas, si en la realidad se 

terminará limitando la libertad del imputado por mayor tiempo bajo 

otra denominación que no sea la detención; pues la finalidad de 

establecer este periodo no es para el cumplimiento de las formalidades 

y, ni siquiera para el aseguramiento de la prueba, sino para evitar 

lesionar por más tiempo la libertad de una persona que es considerada 

inocente hasta antes de la emisión de un sentencia condenatoria. 

 

Como éste, existen muchos otros ejemplos que se configuran en la 

práctica como la actitud inquisitiva del fiscal cuando realiza las 

investigaciones sin presunción de inocencia y termina elaborando una 

acusación infundada, el maltrato físico y psicológico en la policía a fin 

de obtener declaraciones inculpatorias, las detenciones arbitrarias, entre 

otros; que conforman serias lesiones a los derechos fundamentales de 

los imputados y que son el resultado de una falta de comprensión del 

legado iusnaturalista. 

 

Uno de esos ejemplos es la aplicación del artículo 374, inciso 1 del 

Código Procesal Penal que, está conforme con los principios en los 
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casos en los que se favorecen las garantías procesales, dentro de las 

cuales está la correcta determinación de la pena o la debida tipificación 

del delito; mas no puede ser un pretexto para cometer injusticias o 

administrar arbitrariamente el derecho para favorecer a quien no le 

corresponde. 

 

2.2.2. PASO DEL IUSNATURALISMO AL IUSPOSITIVISMO 
 

Los procesalistas penales, magistrados y abogados en general, por lo 

menos los que se formaron el siglo pasado, anteponen la ley a la 

constitución, las formalidades a las finalidades, a pesar de contar con 

artículos expresos que indican lo contrario en el Nuevo Código Procesal 

Penal. 

 

Por ello, a fin de comprender los postulados vigentes y los que no lo están 

más de la doctrina positivista, hemos creído conveniente analizar el 

pensamiento de uno de sus más grandes exponentes: (Adolphus. 1968. P. 

212), quien ofreció una filosofía del Derecho alternativa a la de Kelsen, 

rechazando muchos de los dogmas o prejuicios que atenazan la obra de 

éste, tales como el irracionalismo ético, el esquematismo reduccionista en 

cuanto a la concepción de las normas jurídicas, y sobre todo, el voto de 

pureza. 

 

También se proclama positivista, como Kelsen, y nunca renuncia a esta 

profesión de fe, se inspira en tradiciones propias y distintas pero sus 
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posturas marcadamente distintas, aunque sin habérselo propuesto, son el 

punto de partida para que años después su propio estudiante, Dworkin 

(1986), funde las bases de la corriente constitucionalista como producto de 

la discusión doctrinaria que mantendría con su maestro. 

 

Dos son las corrientes de pensamiento que influyen y confluyen en la obra 

de Hart: la primera es la peculiar filosofía del Derecho positivista inglesa, 

conocida como Jurisprudencia analítica, que tiene su principal precursor 

en Hobbes (Leviatham, 1985. P. 344), su fundador en Bentham 

(Deontología o ciencia de la moral, 1836. P. 322) y su sistematizador más 

conocido en Austin (La filosofía del derecho positivo, 1885. P. 117), estos 

dos últimos filósofos jurídicos reconocidos de proclamada tendencia 

positivista y, el primero, un ideólogo cuya tendencia no podría ser 

catalogada como positivista puesto que sus aportes son anteriores al 

nacimiento de la misma, aunque que sí como un precursor. 

 

Hart, constante admirador y estudioso de la obra de Bentham, concibe su 

propio pensamiento como una versión corregida y actualizada de aquella 

vieja escuela positivista, de la que se considera heredero y continuador.  

 

Quizá sea por eso mismo, porque él concibe su misión filosófico-jurídica 

como una especie de puesta al día de la Jurisprudencia analítica, por lo que 

mantiene imperturbablemente su fidelidad a la causa positivista pese a 

que, como lo hemos señalado y sostendremos con mayor detalle en 
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adelante, la lógica interna de su propio pensamiento parece empujarle más 

allá del positivismo (Hart, 1980, p. 58). 

 

La otra gran corriente de pensamiento en la que Hart participa 

directamente y de la que toma las herramientas conceptuales que le 

permiten reconstruir críticamente el positivismo jurídico inglés es, como 

bien se sabe, la filosofía analítica del lenguaje ordinario que tuvo una 

extraordinaria floración en Inglaterra, sobre todo durante las décadas 

centrales del pasado siglo XIX (Hart, 1983, p. 271). 

 

Curiosamente, Hart se introdujo en los cenáculos de esta nueva filosofía 

durante la Segunda Guerra Mundial y después de ésta, trabajó durante 

algunos años como profesor de filosofía colaborando estrechamente con 

Langshaw, una de las figuras más influyentes en el pensamiento inglés de 

la post-guerra (Lacey, 2004, p. 35). 

 

Muchos de los conceptos o ideas que Hart extrae de la filosofía analítica 

del lenguaje y con los que intenta corregir y actualizar el viejo positivismo 

jurídico inglés son, en el fondo, incompatibles con esta corriente 

iusfilosófica e introducen en ella una especie de bomba de relojería que 

explica su crisis posterior. 

 

Así como las Investigaciones filosóficas que concordaba en buena medida 

con el positivismo radical del empirismo lógico, las aportaciones de la 

filosofía analítica del lenguaje ordinario, que se mueven en la misma línea, 
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difícilmente podían apuntalar y no desmoronar una teoría del Derecho 

estrictamente positivista e incluso empirista, como la de Bentham y Austin 

(Orrego, 1997, p. 10). 

 

En aras de la agilidad expositiva, imprescindible cuando se trata de 

realizar  un  balance  general,  destacaremos, como apoyo de la afirmación 

anterior, sólo tres conceptos, aunque conceptos claves, de la teoría del 

Derecho de Hart, que permiten apreciar tanto su trascendencia como sus 

tensiones y debilidades en cuanto teoría que pretende seguir siendo 

positivista. 

 

El primero de estos conceptos tomados de la filosofía analítica del 

lenguaje es el de la dimensión interna del Derecho, que para mantenerse 

en la línea del positivismo, Hart la relaciona con la dimensión típicamente 

normativa.  

 

Dicha dimensión supone, la distinción entre dos posibles actitudes o 

puntos de vista frente a las normas, que se reflejan en diferentes formas de 

hablar. 

 

El punto de vista externo es el adoptado por quienes sólo captan las 

regularidades de comportamiento provocadas por las normas, es decir, por 

quienes sólo describen fenómenos empíricamente verificables. Y no se 

olvide que la teoría del Derecho de Bentham y Austin se construye 

exclusivamente a partir de este tipo de fenómenos. Fenómenos tales como 
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los de mandato, amenaza, probabilidad de sufrir un castigo, hábito de 

obediencia, etc. 

 

Desde un punto de vista puramente externo, como éste, es imposible, 

reconoce Hart (1968, p. 78), comprender adecuadamente la realidad del 

Derecho. 

 

El otro punto de vista es el interno, el punto de vista del partícipe en la 

vida del Derecho, el punto de vista de quien acepta o interioriza las 

normas como pautas de conducta recíprocamente exigibles entre los 

miembros del grupo social, y se apoya en ellas para expresar críticas hacia 

las conductas desviadas o para reclamar a cualquiera el comportamiento 

correcto. 

 

La reflexión sobre las implicaciones del aspecto interno del Derecho 

permite a Hart aclarar conceptos o fenómenos jurídicos que el positivismo 

decimonónico inglés explicaba de manera insatisfactoria, como por 

ejemplo, la noción del deber jurídico, concebida como la probabilidad de 

sufrir los males o castigos previstos por las normas jurídicas en caso de 

incumplimiento.  

 

Esta concepción confunde, según advierte agudamente Hart (1968, p. 84), 

lo que es tener una obligación con lo que es verse obligado (en el sentido 

de coaccionado). 
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Para Hart (1980, p. 93), sólo existe una verdadera obligación cuando está 

justificada la exigencia y hasta la imposición de una determinada 

conducta, y lo está porque el grupo social acepta una norma como modelo 

de comportamiento inter-subjetivamente exigible. Pero ¿qué implicaciones 

tiene tal aceptación? ¿Qué implicaciones tiene la dimensión interna del 

Derecho? 

 

Muchos sostienen que implica, entre otras cosas, el reconocimiento de que 

existe una relación necesaria entre el Derecho y la moral, porque la razón 

por la cual se acepta el orden jurídico como conjunto de pautas vinculantes 

no puede ser otra que el reconocimiento de su valor moral. 

 

Relación que el propio positivismo se ha empeñado en negar y vetar, 

puesto que al ser la moral muy difusa y ser sus principios extraños a la 

coacción estatal no puede influir de ninguna manera en el círculo jurídico 

debido a que se correría el riesgo de que tal inestabilidad resulte 

afectándolo. 

 

Es por ello que Hart, y cualquier otro positivista, rechazan la conclusión 

de que el derecho y la moral se encuentran íntimamente relacionados, es 

más, propugnan un divorcio entre estos dos ámbitos sociales, tesis central 

del positivismo jurídico.  

 

 

 



39 
 

2.2.3. APLICABILIDAD DE LA PERSPECTIVA IUSPOSITIVISTA AL 
DERECHO PENAL 

 

El positivismo jurídico como tal llega a concretarse como una concepción 

iusfilosófica hegemónica con el advenimiento de los fenómenos históricos-

políticos de las revoluciones liberales como con el afianzamiento del 

Estado moderno, en el cual las premisas fundamentales de su organización 

era la soberanía nacional, el principio de separación de poderes, un estado 

de Derecho, la codificación y el endiosamiento de la ley escrita sobre 

cualquier otra fuente del Derecho. En este contexto el Estado con su 

omnipotencia reclama para sí el monopolio de la producción jurídica. 

 

La característica de la codificación en esta etapa, tiende el puente del 

iusnaturalismo racional al positivismo jurídico, así el código aparece como 

una ley omnicomprensiva, visto como la realización efectiva del Derecho 

Natural. En este sentido ¿cómo se podría seguir invocando el Derecho 

natural para criticar al Derecho positivo cuando aquel ya ha sido 

codificado o positivizado?  

 

No obstante aquel desarrollo doctrinario sufrido del iusnaturalismo al 

Iuspositivismo, no involucra una total descoordinación, sino que el por el 

contrario, “lejos de suponer un corte absoluto, constituye él mismo un 

resultado de la “realización” o “cumplimiento” de la filosofía 

iusnaturalista” (Vega, 2006, P. 968-969). 

 

Como hemos podido hacer notar un Derecho basado en reglas únicamente 
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nos puede ofrecer una visión sesgada del mismo, incompleta, pues el ser 

humano no solo se desenvuelve en el plano jurídico en cuanto al 

cumplimiento de las normas, pues para obedecerlas o no se guía por su 

prejuicios y concepciones de lo que según él es moral o inmoral, por ende 

un ser social, como el hombre, y la conducta del mismo que es lo que 

intenta regular el Derecho no puede aislarse de los demás campos de su 

existencia. 

 

En la institución de la tutela de derechos, si partimos del positivismo 

tendríamos que dejar de lado principios fundamentales y por ende solo 

aplicar el mentado mecanismo a los derechos taxativamente enumerados 

en el artículo 374, inciso 1 del Código Procesal Penal mediante una 

interpretación semántica y no dogmática, lo que llevaría muchas de las 

veces a una aplicación injusta del derecho procesal penal.  

 

Una visión positivista de la desvinculación de la acusación penal implica 

una posición diezmada en cuanto a la naturaleza del hombre mismo, pues 

su actuación en los diferentes ámbitos de su vida social no se limita al 

respeto de reglas escritas sino que su concepción de la realidad y de su 

sociedad va más allá, fundada en la concepción de principios, valores e 

intereses supremos inspiradores del ordenamiento jurídico en el que se 

desenvuelve. Esto está intrínsecamente relacionado con los derechos 

humanos, informadores de la totalidad sistémica del Derecho. 

 

A lo que toda doctrina filosófica del derecho tiende es a la elevación de la 
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dignidad humana (base de la sociedad), empero en los esfuerzos por llegar 

afirmaciones acabadas y según su parecer perfeccionistas, se chocan con 

graves dilemas que lo único que logran es entramar la discusión en temas 

que desvían nuestra atención de lo realmente importante, la protección y 

encumbramiento de la persona humana como fin supremo de toda sociedad 

y Estado moderno (Vega, 2006, p. 970). 

 

Por tanto, la finalidad de una institución jurídica como la tutela de 

derechos, no es procesal, sino fundamental, puesto que busca la protección 

de los derechos fundamentales del ciudadano en el contexto de una 

investigación delictiva y, según ello, no se restringe a los derechos 

contemplados taxativamente en el articulado, sino que está referido a todos 

los contenidos en el texto constitucional, principalmente a los del artículo 

2° y la cláusula abierta. 

 

En ese tenor, la eficacia de la tutela de derechos no se encuentra 

supeditada a cuestiones procedimentales sino a asuntos teleológicos, a 

fines supremos. 

 

2.2.4. EL CONSTITUCIONALISMO COMO DESAFÍO AL 
POSITIVISMO JURÍDICO 

 

Siguiendo con nuestro estudio además de la influencia del paradigma 

dworkiniano, otro factor que ha apuntalado la crisis del Derecho visto 

desde el positivismo jurídico es el ataque frontal de un sector doctrinal 

conformado por grandes juristas de nuestros tiempos como Alexy (1995), 
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Zagrebelsky (2011), Ferrajoli (1995), entre otros. Ahora se concibe que las 

asunciones básicas del positivismo quedan desfasadas frente a las 

exigencias y estructura del Estado constitucional y democrático imperante.  

 

La idea contemporánea de Estado de Derecho surge en el siglo XIX 

relacionada fundamentalmente a consideraciones formales más que 

materiales, cuyos requisitos de identificación son la legalidad de la 

administración, la subordinación de ley solo a la ley, los derechos 

ciudadanos y la independencia judicial para aplicar la ley y solo ley (el 

endiosamiento de la ley en el Estado liberal).  

 

Empero en un Estado así concebido y en efecto con miras a concretizarse 

hoy por hoy, la sujeción a las formas de la legalidad no basta pues ella 

puede alojar contenidos incluso contrarios y depredadores de derechos y 

principios fundamentales, como sucedió en la Alemania nazi. 

 

A partir de la barbaries que la humanidad sufrió en las guerras mundiales y 

durante la segunda postguerra, surge una reacción civilizadora, superadora 

del Estado de Derecho en sentido formal a un Estado “de derechos” o lo 

que es lo mismo, un Estado de Derecho en sentido material, manifestación 

de esto hecho lo consignan las constituciones novas de los países europeos 

(como la francesa de 1946, italiana de 1947, la alemanda de 1949, y 

demás), propuestas jurídico-políticas más comprometidas con la 

protección de los derechos humanos y valores democráticos.  
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A esto nos referíamos al expresar que el principio de legalidad resulta 

poca o nula garantía para la libertad, el fundamento de los derechos 

fundamentales debe ser más sólido que el conferido por la ley estatal 

(Zagrebelsky, 1995, p. 65), sus bases sólidas e indisponibles deben 

situarse por encima de cualquier cuerpo normativo e incluso del principio 

democrático, pues como quedó demostrado en la historia, hasta las 

mayorías pueden ser violadoras de derechos y dignidad humanas, como 

aconteció con los alemanes que votaron por elevar al poder a los nazis. 

“[E]l Derecho debía recuperar algo de indiscutible, algo que pudiera 

tomarse como punto de partida, “natural” y no controvertido, del que nadie 

pudiera separarse” (Zagrebelsky, 1995, p. 68). 

 

El punto de partida al que hacemos alusión pues no debía ser ya el 

Derecho natural (aunque tuvo sus cultivadores en aquel tiempo), sino que 

la cuestión debía ir por la constitucionalización de los derechos, con esto 

expresamos que ese espacio o ámbito fundamental (los Derechos 

Humanos) debería estar vedado y por lo tanto ser indisponible para el 

legislador y las mayorías políticas.  

 

Esta proposición se aparta de las tradicionales propuestas del Estado de 

Derecho decimonómico y de las que caen bajo la luz de la influencia 

iusnaturalista. No obstante los dicho, puede sugerirse cierta semejanza 

entre la concepción de supremacía de la Constitución con el antiguo 

Derecho natural, tenido éste por indisponible a la discrecionalidad del 

legislador.  
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En este último sentido, el constitucionalismo moderno ha rescatado gran 

parte de los valores de justicia exaltados por las corrientes iusnaturalistas, 

así pues, “el constitucionalismo, en la medida en que afirma la exigencia 

de dotar de superioridad y hacer inmodificables las normas superiores, no 

hace sino retomar un motivo propio de la tradición iusnaturalista” 

(Matteucci, 1963, p. 1046). 

 

Ahora bien, la crisis reconocida del positivismo jurídico está ciertamente 

ligada, con la decadencia de lo que encumbraban con fuente jurídica 

hegemónica, la ley. El centralismo monopólico que dentro del 

ordenamiento jurídico había apartado para sí la ley ahora se ve mermado 

por el traspaso de competencias legislativas tanto en orientación 

ascendente como descendente, esto la creación de instituciones 

supranacionales y la sustitución de leyes parlamentarias por disposiciones 

reglamentarias y administrativas. Aunque lo dicho en este párrafo 

constituye un punto en contra del centralismo de la ley, lo que 

verdaderamente cuestiona tal cualidad es la “omnipresencia de la 

Constitución” (Alexy, 1994, p. 160) que pretende, por un parte, 

condicionar la validez de la leyes a lo compatible que sean con ella, y por 

otra, a informar de manera directa toda la actividad estatal. Entonces ya no 

basta un sistema jerarquizado de normas, sino que aquel debe encuadrarse 

en el marco de los preceptos constitucionales que irradian de manera ubica 

todo el ordenamiento jurídico.  
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En tal punto, el constitucionalismo pone en tela de juicio aquella 

separación ideal entre Derecho y moral, importantísima tesis del 

positivismo jurídico. La reformulación del Derecho por medio de las 

constituciones contemporáneas constituye una moralización del Derecho, 

porque con ellas se han incorporado una cantidad notable de valores éticos 

y morales, como lo son la democracia, la soberanía popular, la igualdad y 

los demás derechos fundamentales, entre otros principios. Este alzamiento 

jusitficado de la ética en vida jurídica concuerda con las conjeturas de 

Dworkin, quien postulaba un jurista creyente de los valores que subyacen 

en su Constitución y a la vez comprometido con el respeto y protección de 

la misma (Dworkin, 1986, p. 79). 

 

Como podemos observar, la tendencia es hacia el descarte de la distancia y 

la casualidad de la relación atribuida por el positivismo al Derecho y la 

moral. La veneración que en su momento se le dio a la ley ahora es 

tributada hacia la norma suprema reconocedora de principios, valores y 

derechos fundamentales, así entonces, “si la Constitución incorpora 

definitivamente valores éticos indiscutibles, ¿cómo regatearle nuestra 

obediencia?” (Prieto, 1997, p. 159), este cuestionamiento surge sobre todo 

frente a lo relacionado con nuestra investigación, cuando el artículo 71º el 

CPP prescribe que “los derechos que la Constitución y las leyes le 

conceden” (resaltado nuestro) son los que el mecanismo procesal-

constitucional de la tutela de derechos protege, pues si el objeto de 

protección es amplio como amplio es el reconocimiento de derechos 

dentro de la Constitución (que incluso cuenta con una cláusula abierta, en 
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su artículo 3º, de posterior reconocimiento a futuros derechos), el fin 

protector de la figura bajo estudio no debe ser vedado injustificadamente 

(aunque razones de coyuntura, como la sobrecarga procesal entren al 

debate), sino que debe corresponderse con una visión de universalidad y 

supremacía de los derechos fundamentales, ya que ellos no solo vienen 

constituidos por los que la normas e incluso la Constitución recojan sino 

que su presencia y trascendencia está vinculada con la concepción actual 

de que su vigencia es anterior a la del mismo Estado. 

 

Por los demás, el pensamiento constitucionalista se configura como el 

triunfo definitivo de los principios sobre las normas entendidas como 

simples reglas, ajenas a toda creencia moral. La mayoría de preceptos 

constitucionales apuntan hacia el modelo de principios, los cuales carecen 

ni supuesto de hecho ni consecuencia jurídica aplicable, por lo que piden 

una necesario proceso de ponderación, razonamiento y argumentación.  

 

Esto por ejemplo sucede con el artículo 2, incisos 2, 3, 4 y 17 de nuestra 

Carta Magna, que consagran el principio de igualdad ante la ley, libertad 

de religión y pensamiento, así como de libre participación ciudadana en la 

vida política, económica, social y cultural, respectivamente.  

 

Con esta caracterización del constitucionalismo se debilita las propuestas 

positivistas de la interpretación subsuntiva y mecánica, y de 

discrecionalidad judicial. Respecto a lo primero los valores, principios y 

derechos fundamentales así como la omnipresencia de la Constitución nos 
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hacen preguntarnos si a un supuesto por más aparentemente factible que se 

muéstrela posibilidad de realizarle una subsunción mecánica le sería 

aplicable los principios constitucionales, y en cuyo caso que 

consecuencias acarrearía, para llegar a una respuesta acorde con el 

principio de búsqueda de la justicia, el operador jurídico deberá realizar 

operaciones que lo convenzan de la proporcionalidad, razonabilidad y 

argumentación que le caso merezca.  

 

El tema de los principios en este aspecto, en definitiva contribuye a un 

debate mayor frente a los recordados “casos difíciles”, proyectando más 

complicada su resolución. 

 

Empero, por otra parte, en relación a la discreción del juez en caso de 

vacíos o lagunas legales, tal atribución se ve entredicha, pues el operador 

no puede justificar su actuar “innovador” (y a veces arbitrario) en lo 

incompleto del Derecho ya que los principios y valores constitucionales, 

debido a su fuerza directa de influencia, son en potencia aplicables a toda 

situación que en la realidad pueda darse, volviendo más fácil la resolución 

de los “casos difíciles”. 

 

2.2.5. ACUSACIÓN FISCAL 

 

Los artículos 225° y 273° ACPP y 349°.1 y 387°.1 NCPP exigen que el 

Fiscal en su acusación, tanto escrita como oral, precise la pena que solicita. 

El Tribunal no tiene una vinculación absoluta con ese pedido de pena, 
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aunque los dos Códigos presentan algunas diferencias entre sí. El artículo 

285°-A.4 ACPP estipula que es posible que el Tribunal aplique una 

sanción más grave que la solicitada por el Fiscal, aunque está obligado a 

una motivación reforzada. El artículo 397°.3 NCPP, sin embargo, fija 

como regla que el Tribunal no puede aplicar una pena más grave que la 

requerida por el Fiscal, salvo que solicite una por debajo del mínimo legal 

sin causa justificada de atenuación. 

 

La regla general es que la individualización de la pena es tarea que 

corresponde a los tribunales como esencialmente unida a la función de 

juzgar, y siempre deben hacerlo dentro del marco legal, con independencia 

de la posición de la acusación. El petitum o petición de pena no integra el 

objeto del proceso penal ni define el principio acusatorio, aunque, desde 

luego –y en la concepción asumida por el NCPP- tiene incidencia en el 

principio de contradicción y la garantía de defensa procesal, pues, fija los 

términos del debate al señalar un tope máximo a la pena a imponer en el 

caso concreto y expresa un límite a las funciones encomendadas tanto al 

Ministerio Público cuanto al Poder Judicial dentro de la organización del 

Estado (Colmenero, 2004, p. 58). 

 

El NCPP, en consecuencia, impide imponer una pena concreta superior a 

la instada por el Ministerio Público. Ello presupone, desde luego, que la 

pena solicitada sea la legalmente prevista, respete el marco penal adecuado 

al tipo legal y a las demás circunstancias modificativas de la 

responsabilidad. 
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2.2.5.1. Concepto 

 

La necesidad de que el Fiscal formule acusación, requisito 

indispensable para la apertura de Juicio Oral, radica en el Principio 

Acusatorio; es así que Sendra (2003. p. 837), insiste al respecto que 

“para la apertura del Juicio Oral es necesario, en el proceso 

contemporáneo, que la pretensión penal sea planteada y mantenida por 

un sujeto distinto al órgano jurisdiccional. Mediante la interposición de 

la Pretensión penal por las partes acusadoras se da cumplida respuesta a 

la referida exigencia. 

 

Puede definirse a la Acusación Fiscal siguiendo a Gómez, (1985, p.557) 

“(…) como el acto procesal mediante el cual se interpone la pretensión 

procesal penal, consiste en una petición fundada dirigida al órgano 

jurisdiccional, para que imponga una pena y una indemnización a una 

persona por un hecho punible que se afirma que ha cometido (…)”.   

 

Uno de los momentos importantes en el proceso penal y culminante del 

Principio Acusatorio tienen lugar cuando la autoridad estatal encargada 

de la persecución penal formula el escrito de la Acusación, luego de un 

análisis debido de los elementos probatorios, recabados durante la Etapa 

de Investigación que lleva el Representante del Ministerio Público a 

sustentar una imputación penal; siendo que a través del escrito de 

Acusación el imputado (ahora acusado) conocerá los cargos concretos 
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existentes en su contra, los elementos probatorios que la sustentan la 

pena solicitada, así como, la Reparación Civil que puede estar obligado. 

  

2.2.5.2. Elementos 

 

Según Sendra (2003, p.557-558), son cinco las notas esenciales de la 

Acusación Fiscal: 

 

a) Es un acto de postulación que asiste al Ministerio Publico. Esta 

precedida por la formulación de la denuncia y luego por los actos de 

improducción de los hechos al indicado procedimiento. 

 

b) Su contenido esencial consiste en la deducción de la pretensión 

penal (como objetivo principal) y de la pretensión civil (como 

objetivo accesorio), pero necesario al sustentarse en la producción 

de un daño como consecuencia de la comisión de un delito. 

 
c) La formulación de la Acusación integra el objeto procesal penal. 

Esta noción consiste en una petición de pena basada en un título de 

condena y fundamentada en la presunta comisión de un delito. Sus 

elementos son de carácter Subjetivo y Objetivo, respecto al 

elemento subjetivo, es de precisar que la acusación requiere que el 

acusado esté debidamente individualizado y que previamente haya 

sido comprendido como inculpado en el Auto de Apertura de 

Instrucción, con lo que se evita acusaciones sorpresivas. Por otro 

lado, desde un punto de vista Objetivo, cabe puntualizar que: 1) El 
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órgano jurisdiccional no está vinculado al monto de la pena pedida 

por el Fiscal, puede imponer la pena dentro del límite legal del tipo 

penal correspondiente; 2) El Juez, en cambio, sí está vinculado al 

título de condena, aunque no de manera absoluta, pues puede 

modificar la calificación jurídica-penal, del hecho siempre que no 

incorpore nuevos hechos y exista identidad de bien jurídico o interés 

jurídico vulnerado entre el delito objeto de acusación y el delito 

objeto de condena; y, 3) Finalmente, el órgano jurisdiccional debe 

respetar los hechos objetos de acusación (la fundamentación fáctica 

de la pretensión punitiva es esencial), pues en aras del respecto al 

derecho de defensa y al principio acusatorio no puede extender su 

conocimiento a nuevos u otros hechos que no han sido objeto de 

calificación y de prueba. 

 

d) El escrito de Acusación Fiscal importa una calificación provisional; 

pudiendo el Fiscal luego del acto de Juicio Oral formular acusación 

ampliatoria, previa autorización judicial, si considera que el hecho 

delictivo es más grave que aquel que fue objeto de Acusación,  

pedir aumento o disminución de la pena  o reparación de la pena o 

reparación civil solicitada en la Acusación escrita. 

 
e) La Acusación Fiscal tiene como función determinar el tema de la 

prueba. Sobre los hechos afirmados en la Acusación versara la 

actividad probatoria en el juicio oral. Será pertinente aquello que 

verse sobre los hechos afirmados por la acusación o por la defensa, 

en tanto existe relación con lo fijado en el auto de apertura de 
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instrucción. Por otro lado, la Corte Suprema ha establecido que la 

acusación fiscal procede cuando hay presunción grave de 

responsabilidad o elementos suficientes de culpabilidad, pero no 

cuando existan simples sospechas o se haya actuado prueba de 

descargo que demuestre la inexistencia de los hechos delictuosos.  

 

2.2.5.3. Características 

 

Según el Doctrinario San Martín (2000, p. 478-479), la Acusación 

Fiscal debe tener las siguientes características:  

 

a. Delimita el objeto del juzgamiento, en cuanto precisa el delito y la 

persona de su autor, por lo que el juicio oral debe desarrollarse 

dentro de esos límites. 

 

b. Determina los límites de la sentencia, en cuanto al órgano 

jurisdiccional no podrá condenar a quien no fue objeto de acusación 

ni al que lo fuera por delito diferente. 

 
c. Determina que el Juez Unipersonal o Colegiado, no puede agravar 

la  al considerar la existencia de una circunstancia agravante no 

contenida en la acusación. 

 
d. Determina el camino que ha seguir la defensa, la que debe centrarse 

solo en lo que es materia de acusación. 
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e. La acusación se relaciona directamente con el auto de apertura de 

instrucción, lo que significa que el Fiscal solo puede formular 

acusación sobre el delito calificado como tal en el auto de apertura o 

en su ampliatoria. 

 
f. Permite que el Juez o Sala Penal dicte sentencia condenatoria 

pronunciándose sobre el grado de ejecución del delito no expuesta 

en la acusación o de las circunstancias atenuantes no alegadas por 

las partes. 

 
g. El Fiscal se convierte en parte propiamente dicha una vez que 

formula acusación. 

 
h. La acusación fiscal consta por escrito y en copias suficientes para 

las partes del proceso, por lo que se remitirá a la Sala con el 

expediente las copias suficientes para su distribución. 

 
i. En los casos de acumulación de procesos por existir conexión   y 

encontrándose las causa con acusación escrita es necesario proceder 

a la acusación acumulativa. En estos casos el Fiscal debe emitir su 

dictamen acumulativo respecto de las dos o más acusaciones ya 

dictadas a fin de guardar la formalidad y estimar que la autoridad 

fiscal ha de asumir el rol acusatorio en el juicio oral.   
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2.2.5.4.  Requisitos 

 

El artículo 349° del Código Procesal Penal, modificado por el Decreto 

Legislativo N° 957, publicado el 29 de julio de 2004 y el art. 92°, tercer 

párrafo de la Ley Orgánica del Ministerio Público, fija un conjunto de 

requisitos formales que debe contener la acusación fiscal, siendo éstos: 

 

1. La Acusación Fiscal será debidamente motivada, y contendrá: 

 

a. Los datos que sirvan para identificar al imputado. 

 

b. La relación clara y precisa del hecho que se atribuye al 

imputado, con sus circunstancias precedentes, concomitantes y 

posteriores. En caso de contener varios hechos independientes, 

la separación y el detalle de cada uno de ellos. 

 
c. Los elementos de convicción que fundamenten el 

requerimiento acusatorio. 

 
d. La participación que se atribuye al imputado. 

 
e. La relación de las circunstancias modificatorias de la 

responsabilidad penal que concurran. 

 
f. El artículo de la Ley penal que tipifique el hecho, así como la 

cuantía de la pena que se solicite. 
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g. El monto de la Reparación Civil, los bienes embargados o 

incautados al acusado, o tercero civil, que garantizan su pago y 

la persona a quien corresponda percibirlo; y, 

 
h. Los medios de prueba que ofrezca para su actuación en la 

Audiencia. En este caso presentará la lista de testigos y peritos, 

con indicación del nombre y domicilio, y de los puntos sobre 

los que habrán de recaer sus declaraciones o exposiciones. 

Asimismo, hará una reseña de los demás medios de prueba que 

ofrezca. 

 

2. La acusación sólo puede referirse a hechos y personas incluidos en 

la Disposición de Formalización de la Investigación Prepatoria, 

aunque se efectuare una distinta calificación jurídica. 

 

3. En la Acusación el Ministerio Público podrá señalar, alternativa o 

subsidiariamente, las circunstancias de hecho que permitan calificar 

la conducta del imputado en un tipo penal distinto, para el caso de 

que no resultaren demostrados en el debate los elementos que 

componen su calificación jurídica principal, a fin de posibilitar la 

defensa del imputado. 

 
4. El Fiscal indicará en la Acusación las medidas de coerción 

subsistentes dictadas durante la Investigación Preparatoria; y, en su 

caso, podrá solicitar su variación o que se dicten otras según 

corresponda. 
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2.2.6. LA SENTENCIA PENAL 

        

2.2.6.1. Etimología y Concepto 

 

La palabra Sentencia, proviene del latín isententia, significa dictamen o 

parecer; por eso, generalmente, se dice, la sentencia, es una decisión 

judicial sobre alguna controversia o disputa (Cabanellas, 2003, p.372). 

 

También se afirma que, viene del vocablo latino sentiendo, porque el 

juez partiendo del proceso, declara lo que siente. 

 

Según Horvitz (2004, p. 602), “(…)La sentencia penal es la resolución 

del Estado por conducto del juez, fundada en los elementos del injusto 

disponible y en las circunstancias objetivas, subjetivas y normativas 

condicionantes del delito y en la cual se define la pretensión punitiva 

estatal, individualizando el derecho y poniendo con ello fin a la 

instancia”. 

 

La califico como resolución del Estado por conducto del juez, porque 

este por medio de la Resolución Judicial correspondiente define la 

situación jurídica objeto del proceso. 

 

Esta Resolución Judicial, no es como otras, dictada durante la secuela 

procesal; su diferencia es muy grande, tanto en su forma como 
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contenido; porque, en esta última alcanza su culminación el poder 

jurídico encomendado al juez, para aplicar el derecho al caso concreto; 

se manifiesta plenamente para esos fines teniendo como base de 

sustentación la verdad histórica y la personal del delincuente. 

 

Dictar Sentencia, es el acto procedimental de mayor trascendencia; en 

el mismo, se individualiza el derecho, previa la adecuación típica de la 

conducta o el hecho y la justipreciación del material probatorio y de 

todas aquellas diligencia que en pro de la realización de objetivo y fines 

del proceso, tuvieron lugar en el tiempo y en el espacio para que en 

acatamiento estricto a lo dispuesto en la normatividad jurídica se defina: 

que una conducta o hecho es típica, antijurídica y culpable, y que tiene 

como consecuencia la aplicación de equis años de prisión; equis multa; 

amonestación, etc.; o por el contrario, la inexistencia del delito, o que, 

habiéndose cometido no está demostrada la culpabilidad del acusado; 

situaciones estas que son una forma de definir la pretensión punitiva 

estatal y cuya consecuencia, respecto al proceso, es la terminación de la 

instancia. 

 
 
 

2.2.6.2. Naturaleza jurídica 

 

Respecto a la naturaleza de la Sentencia, algunos autores la consideran 

como hecho jurídico, acto jurídico y documento.  
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La opinión más generalizada, considera a la sentencia: como un acto en 

que el subrogado competente juzga el objeto de la relación jurídica-

procesal, para cuyo fin, es necesario la función mental. De esta manera, 

todo se concentra el  silogismo, por medio del cual, de dos premisas 

anteriores se llega a una conclusión; es decir, la premisa mayor está 

constituida por la hipótesis; prevista en forma abstracta en la ley; la 

premisa menor, por los hechos materiales del proceso; y la conclusión 

es la parte resolutiva. 

 

La sentencia, no es, propiamente hablando un acto procesal, sino una 

Resolución Judicial, generada a través de una secuencia de actos y 

formas que se manifiestan en el desenvolvimiento del proceso y que 

culminan con la Resolución indicada. No es el derecho el que se define, 

se aplica  (Sendra, 2000, p. 733). 

 

Es un acto de indicios tratados en otro juicio lógico y expresado en un 

acto de voluntad, más la Sentencia no puede ser considerada como un 

juicio lógico, porque no abarca exclusivamente eso. El juicio lógico la 

motiva; tampoco es solo un acto de indicios, pues, esto produce la 

convicción, la cual debe racionalizarse para alcanzar los fines de la ley. 

Uno y otro no son la Sentencia; lo es el acto de voluntad con el que el 

Juez expresa la decisión y cumple su función de declarar el derecho. 

 

Conforme a Sánchez (2004, p. 74), La determinación de la naturaleza 

jurídica de la Sentencia, es discutible; sin embargo, en el procedimiento 
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penal, es un acto procesal a cargo del juez, servidor Público que, en 

cumplimiento de sus atribuciones hace manifiesta su función 

intelectiva, individualizando el derecho. 

 

Para ese fin, actúa en la forma y términos indicados por el legislador en 

las disposiciones jurídicas y en las diligencias practicadas durante la 

secuela procedimental, para sí, bajo esas bases realizar el procedimiento 

de adecuación típica de la conducta o hecho, estableciendo el nexo 

causal entre lo atribuido al procesado y el resultado, y de acuerdo con 

su participación (autoría, coautoría, complicidad), determinar la 

culpabilidad, inculpabilidad, procedencia o improcedencia de una causa 

de justificación, de una excusa absolutorio, o de cualquiera otra 

eximente, y según el caso, decretar la libertad, una pena o una medida 

de seguridad. 

 

Con el objeto de resolver, en alguna de las formas mencionadas, el juez 

se rige conforme a la ley; no obstante, su actividad está condicionada a 

la voluntad, elementos indispensables para traducir las prevenciones 

abstractas en actos concretos. 

 

La sentencia debe entenderse como un acto jurídico procesal, 

correspondiente a la potestad del juez, y por ende, a su voluntad y cuya 

eficacia plena habrá de depender de la correcta aplicación de lo 

dispuesto por el legislador. 
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2.2.6.3. Sentencia y acción penal 

 

La Acción está supeditada, primeramente a la ejecución del ilícito y en 

segundo término, al resultado a que conduzca la investigación, para que 

de acuerdo con ello pueda darse su ejercicio y su desenvolvimiento en 

el proceso, a través de los diversos actos procesales, y así se concretice 

en las conclusiones. 

 

La Sentencia, requiere para su existencia y producción de efectos 

jurídicos, y de algunos supuestos: el ejercicio de la acción, el desarrollo 

de los actos procesales, la inculpación a un sujeto, etc.; satisfechas esas 

exigencias y otras más, el juez, por imperativo legal, está en él deber de 

dictarla; pues si bien es cierto que, el objeto de la sentencia son los 

hechos, esto no implica la prevalencia de la solicitud o del crédito del 

titular de la acción, porque, mientras este generalmente, pide el castigo, 

a través de la sentencia se juzga, se decide su procedencia, y se da a 

conocer el resultado. 

 

 

 

2.2.6.4.  Clasificación 

 

Las Sentencias, siempre son condenatorias o absolutorias y se 

pronuncian en primera o segunda instancia, adquiriendo, según el caso, 

un carácter definitivo o ejecutorio. 
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Para Sánchez (2004, p.671), “La sentencia de condena, es la resolución 

judicial que, sustentada en los fines específicos del proceso penal, 

afirma la existencia del delito y, tomando en cuenta el grado de 

responsabilidad de su autor, lo declara culpable, imponiéndole por ello 

una pena o una medida de seguridad”. 

 

Siguiendo a Sánchez (2004, p. 711), La Sentencia Absolutoria, en 

cambio, determina la absolución del acusado, en virtud de que, la 

verdad histórica, patentiza la ausencia de conducta, la atipicidad; o aun 

siendo así, las probanzas no justifican la existencia de la relación de 

causalidad entre la conducta y el resultado. 

 

La Sentencia es definitiva; cuando el Juez de primera instancia, así lo 

declara, al transcurrir el plazo señalado por la ley para interponer algún 

medio de impugnación; o el o los magistrados, de segunda instancia, al 

resolver el recurso interpuesto, en contra de lo determinado por el 

inferior, independientemente de que el inconforme acuda al juicio de 

amparo y obtenga la protección de la justicia federal, porque esto último 

es de naturaleza distinta. 

 

Tal vez no sea apropiado calificar a la sentencia como definitiva, en 

primera instancia, como ocurrió en nuestro medio al redactarse el 

documento que la contiene, porque mientras no precluya el derecho de 

las “partes” para inconformarse, tal adjetivo no es procedente, porque 
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esto significa que: “algo ha terminado totalmente” y no solo en uno de 

sus  aspectos. 

 

Situación distinta es la de aquellas resoluciones pronunciadas en la 

justicia de paz, en donde al resolver el fondo del proceso, si procede 

manifestar que se sentencia con tal carácter, porque, no se admite 

ningún medio de impugnación en contra de lo resuelto y, siendo así, no 

hay probabilidad de que pudiera sufrir modificación. 

 

Los Ministerios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, han 

dicho: “Por sentencia definitiva en materia penal debe entenderse la que 

resuelve el proceso y la ejecutoria es aquella que no admite recurso 

alguno.” 

 

2.2.6.5.  Objeto, fin y contenido de la sentencia 

 

Siguiendo a Peña (2006, p. 595), “(…) El objeto de la sentencia, en 

sentido amplio, abarca diversos aspectos: la pretensión punitiva estatal, 

la retención del acusado, a la declaración de su inocencia, o el 

encuadramiento de su conducta dentro de una especie o modalidad del 

tipo, y la pretensión del ofendido a ser resarcido del daño”. 

 

En sentido estricto, el objeto se reduce a los hechos motivadores del 

ejercicio de la acción penal, mismos que tomara en consideración el 

juez, relacionándolos con todas las diligencias practicadas durante el 
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procedimiento, para así resolver la situación jurídica del sujeto a quien 

se atribuyen. 

 

El fin de la sentencia, es la aceptación o negación de la pretensión 

punitiva y, para ello, será necesario que el juez mediante la valoración 

procedente, determine: la tipicidad o atipicidad de la conducta, la 

suficiencia o insuficiencia de la prueba, la existencia o inexistencia del 

nexo causal, entre la conducta y el resultado y, la capacidad de querer y 

entender del sujeto, para así establecer: la culpabilidad o la 

inculpabilidad, la operancia, o no, de la caducidad, o de alguna otra 

causa extintiva de la acción penal, etc. 

 

 

2.2.6.6.  Forma y formalidades 

 

La sentencia penal, reviste una forma determinada, y también está 

sujeta a formalidades. 

 

La sentencia, es un documento jurídico necesario para su comprobación 

y certeza, cuyos efectos legales dependerán de la estricta observancia de 

los requisitos indicados en las leyes, por ende, se hará por escrito, 

atendiendo a determinadas normas de redacción, y contendrá: prefacio, 

resultados, considerandos y parte decisoria. 
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En el prefacio, se expresan, los datos necesarios para identificarla 

mismos que mencionare al ocuparme de las formalidades. 

 

Los resultados son formas adoptadas para hacer historia de los actos 

procedimentales: averiguación previa, ejercicio de la acción penal, 

desahogo de pruebas, etc. Los considerandos son formas empleadas 

para calificar y razonar los acontecimientos. Parte decisoria. En esta y a 

través de la forma escrita se expresan los puntos conclusorios a que se 

llegue, para lo cual de manera ordenada se señalaran en concreto. 

 

Las formalidades son: la fecha y lugar  en donde se dicte, el juez que la 

pronuncie, número del expediente, nombres y apellidos del sentenciado, 

su sobrenombre, el lugar de nacimiento, edad, estado civil, domicilio y 

profesión (prefacio); el extracto de los hechos debe ser “breve”, aunque, 

si ya se habla de extracto, quizá esta exigencia los redujera, a grado tal 

que resultaran incomprensibles para su razonamiento y fundamento 

legal; por lo tanto, debe hacerse de manera conveniente y sin reducir 

demasiado la historia de los mismos (resultados); las consideraciones 

del os hechos implica el estudio y valoración de las pruebas, la 

interpretación de la ley, las referencias doctrinales y jurisprudenciales, 

en que se apoye el juez para robustecer su criterio para el estudio de la 

“personalidad del delincuente”. Los preceptos legales en que se 

sustentan jurídicamente los razonamientos sobre esta cuestión 

(considerandos); la declaración interpretativa y concreta de que el delito 

se cometió; la responsabilidad o irresponsabilidad del acuso; la 
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culpabilidad, la inculpabilidad; la naturaleza de la sanción y su duración 

cronológica; las medidas de seguridad aplicables; la reparación de los 

objetos del delito; la amonestación al sentenciado; la orden de que se 

notifique a las “partes” y el mandamiento para que se cumpla, en el 

lugar en donde lo determine el Director de Prevención y Readaptación 

Social (parte decisoria), etc. 

 

El extracto de los hechos conducentes, es el antecedente necesario para 

los considerandos y puntos resolutivos, de la sentencia, para así poder 

concluir: si existe tipicidad o atipicidad, culpabilidad o inculpabilidad, 

una causa de justificación o cualquier otra eximente, etc. 

 

Los considerandos, con su correspondiente razonamiento y 

fundamentación legal, garantizan la ausencia de arbitrariedad en la 

sentencia y facilitan la reparación de los errores en que pudiese incurrir 

el juez. 

 

Por eso, siempre deben satisfacer, de manera coherente y fundada en las 

conclusiones, las cuestiones planteadas por el agente del Ministerio 

Público y por el defensor; es decir, el contenido de la sentencia, debe 

ser congruente con las peticiones de “las partes”, de manera tal que, no 

se condene al acusado por hechos delictuosos distintos de aquellos por 

los que se le instruyo el proceso y por los que se fundaron las 

conclusiones. 
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La condena o absolución, deben precisarse en puntos concretos; razón 

por lo cual, el juez, conoce los hechos, su motivación, las circunstancias 

constitutivas de los mismos y todos los datos sobre el estudio de la 

personalidad del acusado; para así, esta en aptitud de precisar: la 

agravación o la atenuación de la pena, o la procedencia de alguna causa 

de justificación u otra eximente y, dentro del mínimo y máximo  

señalado en la ley, fijar el quantum de la pena y dictar la medida de 

seguridad, según el caso; lo cual implica que, al absolver o condenar 

categóricamente, la sentencia se ajuste a la prohibición de absolver de la 

instancia, evitando que nadie pueda ser juzgado dos veces, por el 

mismo delito. 

 

2.2.7. DEL JUICIO ORAL 

2.2.7.1. Preliminar 
 

La finalidad del proceso penal es dar solución a los conflictos derivados 

del delito, bajo los parámetros del debido proceso. El proceso penal no 

se puede concebir sólo como la bandera de eficacia en la lucha contra el 

delito; sino como el instrumento idóneo para llegar a la verdad y 

expedir una sentencia justa. 

 

El Nuevo Código Procesal Penal introduce cambios sustanciales en el 

modelo procesal penal peruano; implica el tránsito de un modelo 

inquisitivo reformado a uno de corte Acusatorio Adversarial. Este 

modelo tiene un fuerte componente de oralidad y debate contradictorio 
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que a su vez demanda un desempeño totalmente diferente a los que 

estamos acostumbrados los operadores del Sistema Penal: Fiscales, 

Jueces y Abogados. 

 

Conforme al Código Procesal Penal, ésta fase se inicia con el auto de 

citación a juicio (artículo 355°) que es la resolución judicial que 

contiene el lugar donde se realizará el juicio oral, cuya fecha será la más 

próxima posible con un intervalo no menor de diez días. El Juez del 

juicio, estará a cargo de su dirección y responsabilidad.se encargará de 

notificar a todas las personas de beben concurrir al juicio (sin perjuicio 

que las partes coadyuven en la concurrencia de sus testigos o peritos), la 

designación del abogado defensor del acusado y cuidará de disponer lo 

necesario para la realización del juicio. 

 

2.2.7.2. Principios del Juicio Oral 
 

Los principios del juicio oral son el conjunto de ideas directrices o ideas 

políticas que inspiran y sobre las que descansa la actividad de 

Juzgamiento de una persona. Estos principios son de aplicación directa 

en el proceso y deben integrar los vacíos, orientar la interpretación y 

erigirse como argumentos últimos del razonamiento judicial. 

 

Es importante resaltar que la problemática de la aplicación de la 

desvinculación penal se debe a que afecta el principio acusatorio, el 
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principio de imparcialidad, el derecho de defensa y el principio de 

contradicción. 

 

El hecho punible (objeto del proceso penal y concreta conducta o hecho 

histórico atribuido al imputado) es fijado por la fiscalía, en virtud de la 

titularidad de la acción penal que posee; sin embargo, la determinación 

del hecho punible, se limita solo a la descripción fáctica (proposición 

fáctica), pues la acusación no tiene un poder de disposición sobre la 

calificación jurídica de la pretensión (hecho punible), es vinculante la 

imputación jurídica del hecho (CJ-117, Acuerdo Plenario N° 04, 2007). 

 

En atención al principio acusatorio, el titular es el fiscal, quien 

determina en acusar y postula el hecho punible mediante su escrito de 

acusación (artículo 225º del Código de Procedimientos Penales), el que 

implica que se determine la calificación jurídica (fundamentación 

jurídica) y solicita una pena. 

 

Observamos que la calificación jurídica realizada por el Ministerio 

Público puede ser modificada en el momento de la emisión del auto de 

apertura d instrucción, del auto de enjuiciamiento y en una sentencia 

condenatoria e virtud de la tesis de la desvinculación (siendo aplicable 

ello cuando no se modifique el hecho y cuando haya homogeneidad del 

bien jurídico). 
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La no vinculación de la calificación jurídica se fundamenta en el 

principio de iura novit curia, pues se viene admitiendo que la 

calificación jurídica que hagan las partes respecto de los hechos no 

pueden vincular al juez, el cual tiene, por un lado, el deber de conocer 

el derecho y, por otro, el de calificar jurídicamente los hechos sin estar 

vinculados por las calificaciones de las partes (Gómez Orbaleja, 1997). 

a. Oralidad 
 

La oralidad importa, la expresión verbal o sonora, a través de las 

cuerdas vocales, de las discusiones constitutivas del debate, de la 

producción de las pruebas, de la dictación fundada de las resoluciones 

por el Tribunal, y, en general –como lo señala el artículo 356° del 

Código Penal- de toda intervención de quienes participen en la 

Audiencia de Juicio Oral. Las resoluciones judiciales, por tanto, 

deberán ser dictadas y fundamentadas verbalmente por el tribunal y se 

entenderán notificadas desde el momento de su pronunciamiento; en 

consecuencia no se admitirá peticiones o argumentaciones por escrito 

durante la Audiencia de Juicio Oral (Núñez, 2009, p. 220 y 221).  

 

b. Publicidad 
 

Este principio consiste en garantizar al público la libertad de presencial 

el desarrollo del debate y, en consecuencia, de controlar la marcha de él 

y la justicia de la decisión misma. Con la publicación se garantiza al 

pueblo la posibilidad de hacerse cargo “de visu y de auditu” de la 
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administración de justicia; se tutela al juez contra cualquier sospecha 

sobre su obra; se llama a testigos, peritos y otros sujetos análogos a la 

correcta colaboración de la justicia (Núñez, 2009, p. 222-223). 

 

El artículo 357° del Código Procesal Penal, consagra el principio de 

publicidad. 

c. Inmediación 
 

Este principio exige un acercamiento entre el Juez y los órganos de 

prueba, sea el acusado, agraviado o testigo, y a través de los 

interrogatorios en la Audiencia Oral, le permiten conocer no sólo de la 

personalidad del examinado, sino también la forma de reacción frente a 

otras pruebas, de tal manera que la autoridad judicial conoce de algo 

más de lo que se ha dicho en el juicio. La inmediación también se 

manifiesta cuando el juzgador aprecia directamente también se 

manifiesta cuando el juzgador aprecia directamente las pruebas 

materiales o instrumentales (objetos, armas, instrumentos, etc). El Juez 

del Juicio debe ser el mismo que conoce de la prueba de manera directa 

(Sánchez, 2009, p.178). 

d. Contradicción 
 

Es manifestación del derecho de defensa, que se sustenta en la 

posibilidad de que las partes puedan sustentar en Juicio sus posiciones 

respecto de los cargos de imputación y de la prueba. Las pruebas se 

actúan y se debate en el Juicio Oral, salvo los casos de conformidad o 
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allanamiento de la Acusación Fiscal, lo que hace que el juicio sea 

contradictorio, con posiciones opuestas. El elemento central radica en el 

debate oral sobre la prueba y las argumentaciones parciales y finales 

sobre las mismas a efectos de generar convicción el juzgador para su 

decisión en la sentencia (Sánchez, 2009, p.178). 

e. Principio de Continuidad 
 

Se evidencia la posibilidad de que la Audiencia Oral se inicie y se siga 

en sesiones continuas e ininterrumpidas hasta su conclusión. La misma 

ley establece que si no fuera posible realizar el debate en un solo día, 

éste continuará durante los días consecutivos que fueran necesarios 

hasta su conclusión (artículo 360°. 1). Se pretende que un caso se inicie 

y termine antes de iniciar otro, a fin de evitar dilaciones y pérdida de 

concentración. De allí, que se señale que entre las sesiones o dentro del 

plazo de suspensión no podrán realizarse otros juicios (artículo 360°. 5). 

Se atiende también al principio de contradicción que debe merecer un 

caso que se debate en el Juicio Oral, ya que el juez debe estar en 

condiciones de recordar lo que se ha debatido en el Juicio (Sánchez, 

2009, p. 178-179). 

 

2.2.7.3.  Características principales del Juicio Oral 
 

El Juicio Oral está bajo la dirección del Juez Penal o Presidente del 

Juzgado Colegiado, a quien le corresponde toda la organización y 

responsabilidad del caso; asimismo, debe de garantizar el ejercicio 
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pleno de la acusación y de la defensa. La dirección del juicio incluso 

posibilita la labor docente del Juez a las partes y al acusado respecto a 

los derechos y garantías existentes así como a las diligencias que son 

propias de dicha etapa. 

 

En esta fase se manifiesta a plenitud el principio acusatorio que exige 

atribuir la acusación de una parte frente a otras. De ahí el binomio 

partes acusadoras y partes acusadas, que polariza la encarnación del 

principio contradictorio y en donde el acusado asume el protagonismo 

casi absoluto. 

 

El juez controla la intervención de las partes, incluso puede limitar el 

uso de la palabra fijando limites igualitarios en casos complejos o 

interrumpir su ejercicio si hace uso manifiestamentente abusivo de su 

facultad (artículo 363 del Código Procesal Penal). 

 

El juicio oral será continuo, se suspenderá en los casos que prevé la ley 

y no se podrá iniciar otro juicio mientras no se culmine con el primero 

(inciso 5), artículo 360° del Código Procesal Penal). Se pretende con 

ello que iniciada una ausencia continúe esta hasta su culminación, de 

esa manera el juzgador se deberá avocar sólo a un caso penal de manera 

concertada y resolverá el mismo en el tiempo estrictamente necesario. 

 

Previamente lo señalado anteriormente, se regula suspensión y la 

interrupción de la audiencia (artículo 360 del Código Procesal Penal). 
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Esta sola podrá suspenderse por enfermedad del juez, fiscal, imputado o 

defensor; por razones de fuerza mayor o caso fortuito; y en los casos 

que la ley lo señala (para constituirse fuera de la sede a recibir una 

testimonial, por ejemplo). Esta suspensión no puede exceder de ocho 

días hábiles. Si fuese mayor a dicho plazo, se producirá la interrupción 

del debate y se dejará sin efecto todo lo actuado durante el juicio. 

 

Las incidencias que se promuevan durante la audiencia se realizaran en 

un solo acto y resueltos por el juez inmediatamente escuchando a las 

partes (artículo 362 del Código Procesal Penal). Como se ha señalado 

antes, la oralidad prima en el juicio oral, por lo tanto, las alegaciones 

como las decisiones jurisdiccionales serán igualmente orales, dejándose 

constancia en acta. 

 

Cabe resaltar que amplían las facultades del juez, en cuanto a su poder 

disciplinario en la audiencia. En efecto, el juzgador debe de mantener el 

orden en la sala de audiencias; puede disponer la expulsión de la 

persona, incluso, de algún sujeto procesal, que perturbe su desarrollo; 

podrá ordenar, además su detención hasta por veinticuatro horas a quien 

amenace o agreda al juez o alguna de las partes o sus abogados o, de 

alguna manera impida la continuación del juzgamiento, sin perjuicio de 

las acciones legales correspondientes (Artículo 364°. 1). 

 

Mediante el poder discrecional, el juez puede resolver cuestiones no 

regladas ni previstas en la ley procesal y que surjan en el juicio, 
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debiendo dictar resolución motivada. Ello permitirá al juzgador resolver 

incidencias o cuestiones (autorización para atención médica, justificar 

inasistencias, por ejemplo), presentados en audiencia, lo permitirá su 

mejor desarrollo (inciso 5), artículo 364° del Código Procesal Penal). 

 

 
2.2.8. ACUSACIÓN FISCAL Y CONGRUENCIA CON LA SENTENCIA 

PENAL 

 

En el inciso 1), literal b, del artículo 349°, en adelante, del Código 

Procesal Penal, establece que la Acusación Fiscal (San Martín, 2003, p. 

147) debe indicar la acción u omisión punible y las circunstancias que 

determinan la responsabilidad del acusado; es así que un requisito formal 

de la Acusación es precisamente su exhaustividad y concreción, esto es se 

debe cumplir con lo dispuesto en el artículo 92° de la Ley Orgánica del 

Ministerio Público, toda vez que, si la Acusación es vaga e insuficiente 

produce indefensión a las partes procesales; es por ello que, en la 

Acusación Fiscal se valora tanto los actos de investigación como los actos 

de prueba preconstituída o anticipada y la prueba documental, en primer 

lugar, debe precisar con rigor los hechos principales y el conjunto de 

circunstancias que están alrededor de los mismos; y, en segundo lugar, 

debe calificarlos jurídicamente acudiendo al ordenamiento penal: tipo 

legal, grado del delito, tipo de autoría o de participación; así como, 

mencionar las diversas circunstancias genéricas modificativas de la 

responsabilidad penal que están presentes en el caso, conforme lo señala 

los artículos 46°-A, 46°-B, 46-C, 21° y 22° del Código Penal y artículo 
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161° del Código Procesal Penal; y en mérito a todas estas circunstancias es 

que el Órgano Jurisdiccional procede a emitir su Sentencia, claro está 

después de haberse llevado a cabo el Juzgamiento del Acusado, la misma 

que se debe dictar teniendo en cuenta la Acusación Fiscal, pues no 

olvidemos que en este Nuevo modelo procesal existe una división de roles, 

donde el Fiscal realiza la investigación del injusto, y luego de determinar 

que existen suficientes elementos de convicción o prueba que acredite la 

responsabilidad del acusado, procede a Acusar; mientras que el  Juez es el 

director del proceso, quien después de recepcionar toda la información 

dentro del Juicio Oral (principio de inmediación y oralidad), procede a 

emitir su Sentencia. 

 

Ahora bien, que sucede si el Juez de Investigación Preparatoria, en la 

Etapa Intermedia, no realizó un efectivo Control de la Acusación, esto es 

respecto a la tipificación del delito imputado, debe ser objeto de un 

planteamiento de la tesis de desvinculación procesal. El artículo 350°, 

inciso 1) del Código Procesal Penal, entre las ocho mociones o peticiones 

autorizadas, otorga a las partes la posibilidad de observar la Acusación que 

contiene defectos formales, y por ello, de requerir su corrección, en casos 

de una acusación incompleta; asimismo, el inciso 1) del artículo 374° del 

Código citado, reconoce al Tribunal la facultad de plantear la tesis de la 

Desvinculación Penal cuando sea posible una calificación  jurídica de los 

hechos objeto del debate que no ha sido considerada por el Ministerio 

Público. En ese sentido, nuestra normatividad vigente da las pautas de 

cuando el Tribunal puede desvincularse del tipo penal; en ese sentido, si 
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bien es cierto, nuestra normatividad vigente da la pautas de cuando se 

puede realizar esta desvinculación, también es cierto, que las causas 

internas reales a las que conllevan a nuestros magistrados a realizar esta 

desvinculación, deben ser estudiadas, a efectos de determinar cuáles son 

estos factores que conllevan a la desvinculación del tipo penal en sus 

fallos, si son jurídicos o Sociales. 

 

2.3. PROBLEMÁTICA DE LA DESVINCULACIÓN 

 

2.3.1. PRELIMINAR 

 

Para empezar por definir qué abarca la desvinculación procesal y en qué 

casos se aplica. Para ello es importante indicar que en nuestro país, con 

fecha 17 de agosto de 2004, se incorporó el artículo 285-A del Código de 

Procedimientos Penales, donde se plantea la tesis de la determinación 

alternativa o desvinculación de la calificación jurídica, la misma que ha 

sido planteada en la Ejecutoria del 3 de julio de 2006, Recurso de Nulidad 

N° 2490–2006/La Libertad y en el Acuerdo Plenario N° 4-2007/CJ-116. 

La mejor manera de entender cómo los jueces aplican la desvinculación, es 

referida casuísticamente. 

 

Previamente, se debe establecer conceptos a fin de poder identificar el 

panorama en el que se plantea la figura de la desvinculación procesal 

penal. 
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La figura de la desvinculación procesal penal guarda relación con el objeto 

del proceso penal, la pretensión punitiva, el objeto de debate y la acusación 

fiscal. En ese sentido es importante denotar los conceptos y las diferencias, 

si existieran. 

 

El objeto del proceso penal (Escobar Antesano, N° 03- 05/ 2009) está 

conformado solo por el hecho punible, que es el hecho afirmado por el 

acusador (el fiscal), primer elemento objetivo de la pretensión penal, que 

debe mantenerse en el proceso. La calificación jurídica (Montero Aroca, 

Principios del Proceso Penal) es la subsunción en una figura típica que 

debe realizar el fiscal en su denuncia o acusación, la que no está sujeta a 

inmutabilidad, pudiendo variar en el proceso penal. En ese sentido el 

principio de congruencia penal obedece a que en la acusación y la 

sentencia se mantenga el mismo hecho, no pudiéndose salir el juzgador de 

la acusación punitiva, pues ello supone salirse de los términos del objeto 

del proceso. 

 

En atención a ello, se entiende que el sujeto que determina el objeto del 

proceso (el hecho punible) (Montero Aroca, Principios del Proceso 

Penal)es el fiscal, mientras que la calificación jurídica es exclusiva del 

juez. 

 

Con relación a la pretensión punitiva, está conformada por la solicitud de 

condena e imposición de una pena, objeto que no es titular el acusador, 

pues no tiene un derecho subjetivo, sino que la delimitación viene 
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impuesta por la ley, al tener que perseguir un hecho considerado delictivo, 

que expone en su acusación escrita, que debe ser de conocimiento del 

procesado a fin que no se genere indefensión. 

 

Se entiende por objeto de debate lo que argumenta el acusado, explica en 

uso del derecho de defensa, el derecho a ser informado de la acusación y 

de los cargos, tanto de los hechos y la calificación jurídica, y la pena que 

solicita el fiscal. Por ello, la denuncia o acusación realizada por el fiscal 

debe contener dichos elementos. 

 

Del estudio de la doctrina y de los instrumentos señalados, se ha fijado que 

el objeto del proceso (hecho punible) tiene como requisitos constitutivos: 

 

2.3.1.1. Inmutable 

 

Se va limitando progresivamente, se va definiendo el hecho mediante el 

desarrollo de la instrucción. 

 

 

 

2.3.1.2. Indivisible 

 

El hecho debe conformar el objeto del proceso penal con todas las 

circunstancias y los actos que la componen. 
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2.3.1.3. Indisponibilidad 

 

Las partes no quedan a disposición de los sujetos del proceso, sino que 

se mantiene incólume. 

 

2.3.2. SUPUESTOS EN QUE OPERA 

 

Para los supuestos en el que se aplica la desvinculación procesal es 

importante indicar los requisitos de la determinación alternativa o 

desvinculación que son: a) homogeneidad del bien jurídico tutelado; b) 

inmutabilidad de los hechos y de las pruebas; c) la preservación del 

derecho de defensa, y; d) la coherencia entre los elementos fácticos y 

normativos para realizar la correcta adecuación al tipo penal. 

 

Conforme regula el artículo 285-A del Código de Procedimientos Penales 

y el Acuerdo Plenario 4 - 2007/CJ-116, los supuestos (Escobar Antesano, 

N° 03- 05/ 2009) son: 

 

 

2.3.2.1. ¿Cuándo se plantea la tesis de la desvinculación procesal? 

 

a) El tribunal advierte que concurre una circunstancia modificativa de 

la responsabilidad penal no incluida en la acusación que aumenta la 

punibilidad o que justifique la imposición de una medida de 
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seguridad, en cuanto a la justificación jurídica del hecho objeto de 

imputación. 

 

La tesis no es una circunstancia de atenuación; sin embargo, los 

bienes jurídicos deben ser homogéneos (entendidos como el mismo 

interés, modalidades distintas pero cercanas dentro de la tipicidad 

penal) y como concurre las denominadas circunstancias 

modificativas son como se sabe, elementos fácticos accidentales 

del delito, contingentes o no esenciales, que no pueden servir de 

fundamento al injusto o la culpabilidad como son por ejemplo de 

un delito de homicidio a un delito de asesinato se debe poner en 

conocimiento la circunstancia agravante (Escobar Antesano, N° 03- 

05/ 2009). 

 

Se puede plantear la tesis en aspectos de autoría y participación 

cuando tiene una condición de cómplice se adecua y se coloca en la 

situación de autor, al ser una circunstancia agravante, debe 

realizarse la tesis de la desvinculación conforme lo señala el 

artículo 285-A del Código de Procedimientos Penales. 

 

b) Se aplica la desvinculación cuando existe una errónea tipificación 

en los requisitos establecidos, como pertenecer al mismo bien 

jurídico, inmutabilidad de hecho y de las pruebas del proceso. Esta 

desvinculación se puede dar en el juicio de tipificación en el auto de 

enjuiciamiento, en el auto de apertura de instrucción o en el 
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desarrollo del juicio oral hasta antes de la acusación fiscal final o la 

requisitoria oral, siempre que el hecho fáctico ha sido mal 

tipificado, por ejemplo: un hecho “x” ha sido encuadrado 

erróneamente en el delito de peculado cuando es un delito de 

malversación de fondos, el juez debe plantear la tesis de la 

desvinculación, pues existe inmutabilidad de los hechos y las 

pruebas, se garantiza la homogeneidad de los bienes. 

 

Otro caso, es cuando en el proceso se establece que existe una 

calificación manifiesta errónea como ejemplo de una usurpación 

simple a una usurpación agravada o al revés. 

 

Es decir, se puede plantear la tesis de la desvinculación cuando se 

dé una nueva tipificación o se incorporen circunstancias agravantes 

que tienen bienes jurídicos homólogos, dándose al acusado 

oportunidad de poder defenderse y presentar nuevas pruebas, tanto 

en el proceso sumario como en el proceso ordinario, siempre antes 

de la acusación fiscal (San Martín, 2003. p. 248 ). 

 

Por ello, el procedimiento de la desvinculación penal (la 

determinación alternativa) contenida en el Código de 

Procedimientos Penales señala que cuando se realiza la tesis de la 

desvinculación, la Sala, de oficio, indica al acusado esta posibilidad 

y concede la oportunidad para defenderse (principio del 

contradictorio y conocimiento de los cargos), y siempre que la 
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nueva calificación no exceda su competencia. Por ejemplo, de un 

delito de violación sexual a un delito de actos contra el pudor. En 

ese sentido tenemos que se otorga un plazo hasta de ocho días, en 

el juicio oral, a fin de organizar su defensa por la nueva calificación 

jurídica o cuando concurra una “circunstancia modificativa” de la 

responsabilidad, pudiendo presentarse nuevas pruebas en relación a 

esos cargos. 

 

En el caso de un delito doloso a un delito culposo no se puede 

realizar la desvinculación al existir un hecho punible diferente, 

pues el dolo o culpa forman parte del título de imputación. En ese 

sentido, si aparece en un proceso un hecho nuevo que traduce 

culpa, entonces se debe dar una acusación complementaria o 

denuncia ampliatoria (proceso ordinario o sumario 

respectivamente), pues se está incluyendo un hecho nuevo que 

varía la calificación jurídica por más que se esté dentro de un 

mismo bien jurídico. 

 

Y que la pronunciación del juez a fin de adecuar producirá una 

afectación del principio de imparcialidad, pues asumiría el papel de 

acusador, calidad jurídica que solo recae en la autoridad fiscal. En 

ese lineamiento, si en un proceso el juez advierte un nuevo hecho 

que no es materia del proceso, solo el fiscal puede incorporar dicho 

hecho. Si lo advierte el juez debe inhibirse. 
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En un delito de apropiación ilícita se advierte que el sujeto activo 

es un funcionario público, el juez no podría desvincularse, pues el 

hecho punible ha cambiado salvo que el fiscal pida ampliación de 

la denuncia o pida que se adecue al incorporar el nuevo hecho, así 

tampoco si fuera al revés pues la calidad jurídica implica un deber 

positivo y negativo diferentes que forman parte de la imputación, al 

ser diferentes bienes jurídicos; situación diferente es que exista una 

errónea tipificación, supeditado a que esté dentro del mismo bien 

jurídico . 

 

2.3.2.2. El supuesto desarrollado Por Acuerdo Plenario  

 

Indica que se puede dar la determinación procesal sin necesidad de 

plantear la tesis de la desvinculación procesal cuando: 

 

a) El acusado en la realización de su defensa ha reconocido una 

diversa calificación jurídica de los hechos acusados; por ejemplo, 

reconoce haberse apoderado del bien, pero no que se realizó en la 

noche, o señala que ha actuado solo. Debiendo ser evidente que 

incorporó esa circunstancia en su planteamiento de estrategia 

defensiva [alegatos finales de su abogado y defensa material]. Pues, 

no se afecta el principio acusatorio ni el derecho de defensa ni el 

principio de contradicción, por lo que en aplicación del principio 

del iura novit curia se puede aplican la desvinculación. 
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b) En un caso de error manifiesto en la tipificación, fácilmente 

constatable por la defensa, al no producirse un supuesto de 

indefensión, en tanto que todos y cada uno de los sujetos puede 

predecir, no es necesario la desvinculación, por ejemplo que se 

procesa a una persona por el delito de hurto agravado en vehículo 

motorizado, sin embargo los actos de investigación determinan que 

es un hurto simple. 

 
 

 
c) No se plantea la tesis de la desvinculación cuando se introduce una 

circunstancia de atenuación o varía el grado del delito o el título de 

participación. Por ejemplo, no era un asesinato sino un homicidio, 

de un hurto agravado a hurto simple, de la calidad de autor a 

cómplice, el hecho era considerado consumado pero se sentencia 

declarando en grado de tentativa, es decir, la desvinculación va de 

más a menos o viceversa. 

 
En el juicio oral, si observamos que la descripción fáctica (el hecho 

punible) del Ministerio Público no ha sido corroborado con medios de 

prueba,  acción típica se delimita en virtud del mismo bien jurídico 

protegido y existe coherencia en el juicio de subsunción típica (CJ-117, 

Acuerdo Plenario N° 04, 2007), siendo por tanto viable a la adecuación 

del tipo penal imputado. 
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2.3.3. ETAPA EN LA QUE OPERA  

 

El Código no señala la etapa exacta, en el caso de producirse, se plantea 

que la tesis de desvinculación debe ser invocada hasta antes de emitir 

sentencia en el juicio ordinario; es decir, terminada la etapa probatoria 

hasta antes que se emita la acusación final, o alegatos finales. Cuando en el 

debate se advierte la circunstancia agravante o la tipificación que no 

corresponde al hecho punible. 

 

Nuestro sistema jurídico comprende los procesos sumarios (la mayoría de 

los delitos), proceso que si bien no tiene una etapa de juicio oral, se puede 

plantear la tesis de la desvinculación hasta antes que se emita el dictamen 

final, puede también el juez plantearla en los supuestos de circunstancia 

agravante o si la tipificación no corresponde al hecho punible (Escobar 

Antesano, N° 03- 05/ 2009). 

 

En ese orden de ideas, el juez penal, en los procesos sumarios, puede 

plantear la determinación penal, sin desvincularse en los supuestos que 

realizando la variación del grado de participación, la variación de 

circunstancias atenuantes, o cuando varía el grado del delito o cuando la 

defensa reconoce una calificación jurídica. En igual sentido, si un órgano 

en segunda instancia tiene una sentencia condenatoria puede desvincularse 

en los supuestos citados cuando no es necesario el planteamiento de la 

tesis, situación distinta, es cuando se impugna una sentencia que tiene una 

circunstancia modificativa de la responsabilidad penal no incluida en la 
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acusación que aumente la punibilidad o que justifique la imposición de una 

medida de seguridad o cuando exista un error manifestó en la tipificación 

se debe realizar la desvinculación penal y declarar nula la sentencia de 

primera instancia. Al ser la desvinculación procesal facultad de todos los 

juzgadores en todos los niveles, pudiendo aplicarlo en cualquier proceso 

siempre que se garantice los requisitos señalados. 

 

2.3.4. FALTA DE LOS PRESUPUESTOS O REQUISITOS DE LA 

PRETENSIÓN O INSUFICIENCIA DE LOS MISMOS 

 

El último de los supuestos, quizá el más importante, está referido a aquella 

pretensión que, o bien no reúne todos los requisitos o presupuestos para 

tener eficacia jurídica según la tutela solicitada, o bien resulta 

completamente inidónea para ser acogida. 

 

El juez debe realizar un trabajo intelectual similar al que efectúa en la 

sentencia definitiva y determinar si los hechos expuestos en la demanda, y 

que conforman una determinada causa de pedir, son susceptibles de 

producir los efectos jurídicos queridos por el actor. En este sentido, el 

actor relata unos hechos que deberían coincidir con el presupuesto de 

hecho contenido en la norma jurídica que fundamenta la pretensión y que 

generan ciertas consecuencias jurídicas. Si esos hechos abstractamente 

considerados no satisfacen los presupuestos tácticos de la norma jurídica 

utilizada como fundamento de la pretensión, el juez podrá, sin más trámite, 
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rechazar la demanda y poner término al juicio (Sánchez Velarde, 2004, p. 

174).  

 

Al contrario, si los datos de hecho contenidos en la demanda satisfacen el 

o los presupuestos tácticos de la norma que sirve de fundamento a la 

demanda, el juez deberá declarar la admisibilidad de la pretensión y 

tramitar íntegramente el proceso. Desde luego que se trata de un juicio 

hipotético que no implica prejuzgar el fondo como tampoco es un juicio 

definitorio ni menos definitivo. Además tan discrepancia debe ser 

manifiesta. 

 

Esta potestad judicial se muestra en plena concordancia lógica con la 

necesaria existencia temporal de estos requisitos o presupuestos, en el 

sentido que teniendo que concurrir al momento de interponer la demanda 

pueden ser analizados prematuramente en ese mismo espacio procesal. 

Como lo explica Satta "la acción surge de un hecho que ha producido 

determinados efectos jurídicos y si estos efectos se han producido, como 

justamente se postula, es al momento de la proposición de la acción que es 

preciso mirar, no al de la sentencia. 

 

En consecuencia, parece claro que el juez debe realizar un examen sobre 

los requisitos o condiciones de la acción al momento de interponer la 

demanda; por ende, debe verificar si se aprecia la existencia de un derecho 

subjetivo afirmado o una situación jurídica de eficacia análoga debe 

verificar la legitimación pasiva del demandado; la existencia de un interés 



88 
 

legítimo en la tutela jurisdiccional y; por último, la actuación. Tanto el 

interés para accionar como la actuación serán analizadas más adelante. No 

trataré la falta de legitimación activa por tratarse de un tema -amén de 

espinoso- que está ligado al control de los presupuestos procesales y en 

todo caso, que resulta verificable, cuando no es presupuesto, sólo en la 

sentencia definitiva (Sánchez, 2004, p. 180). 

 

 

2.4. OPERATIVIDAD DE LA DESVINCULACIÓN 

 

2.4.1. CUESTIONES GENERALES 

 

Se ha pronunciado el Tribunal Constitucional, en la sentencia Expediente 

N° 00031-2009-PHC/TC, Ayacucho, caso Jorge Luis Arellano Alania, 

realizando un análisis de los roles de los sujetos del proceso, siendo el rol 

del Ministerio Público sostener su tesis incriminatoria hasta conseguir la 

concretización del ius puniendi, a no ser que antes del término del mismo 

solicite el sobreseimiento o retire su acusación, siendo el contenido de la 

formalización de denuncia que efectúa el representante del Ministerio 

Público posee una doble estructura, una fáctica y otra jurídica. La fáctica 

estaría representada por el conjunto de hechos acontecidos, los mismos 

que lesionan o ponen en peligro bienes jurídico-penalmente relevantes. La 

otra estaría representada por la calificación jurídica que sobre los hechos 

efectúa el encargado de ejercitar la acción penal, consecuentemente el juez 

tiene constitucionalmente habilitada la facultad de variar la formulación 
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jurídica hecha por el representante del Ministerio Público en su 

formalización de denuncia; más aún cuando al juez penal le corresponde 

efectuar el “juicio de tipicidad, que en rigor es la valoración que se hace 

con miras a determinar si la conducta objeto de examen coincide o no con 

la descripción típica contenida en la ley” (Escobar Antesano, N° 03- 05/ 

2009). 

 

La desvinculación de la calificación jurídica permite a la sala o al juzgador 

penal apartarse de la calificación jurídica dada por el representante del 

Ministerio Público, mientras no se altere el hecho (punible) propuesto por 

este. Es importante determinar quién es el titular de la delimitación del 

hecho punible y de la calificación jurídica; el artículo 285-A recién se 

incorporó en el año 2004, ello no ha impedido desarrollar con anterioridad 

el ámbito dogmático y jurisprudencial. 

 

Asimismo, nuestro ordenamiento dispone que se declare nulo cuando se 

condena por hecho que no ha sido materia de la acusación fiscal, es decir, 

no ha sido objeto de proceso, de conformidad con el artículo 298º. Por 

consiguiente, de la identificación de la fundamentación fáctica solo 

comprende el hecho natural. Este no viene dado por la calificación jurídica 

ni por la entidad o cuantía de la pena pedida por un acaecer histórico, 

individualizado en su unidad natural y no en la jurídico penal, de que se 

pretende sacar una consecuencia jurídica penal, cualquiera que ella sea. 

 



90 
 

Con todo, Tapia añade algo crucial para el tema en estudio y que muestra 

con toda energía la necesidad de respetar íntegramente la calificación 

jurídica propuesta por el actor en la demanda. Agrega: "Esta distinta forma 

de delimitar la pretensión constituye precisamente el elemento causal del 

objeto litigioso, por lo que su variación o consideración distinta a lo largo 

del proceso provocaría, a mi juicio y como se verá más adelante, un 

cambio de demanda”. En consecuencia, cuando el ordenamiento determina 

acciones concurrentes y el actor elige entre una de ellas, no puede el juez 

desvincularse de dicha elección y preferir otras aun cuando con ello dote 

de eficacia a la tutela solicitada. El órgano jurisdiccional queda amarrado 

con la calificación y camino efectuado por el actor, y su vulneración no 

sólo implica un cambio en la causa de pedir (y por cierto, una 

incongruencia de la sentencia) sino desconocer la voluntad clara e 

inequívocamente manifestada de quien solicita la tutela (Sánchez, 2004, p. 

185). 

 

2.4.2. FUNDAMENTOS Y FINALIDAD 

 

Si el Tribunal de instancia, en la etapa intermedia, no realizó un efectivo 

control de la acusación instando la subsanación de la omisión respecto al 

posible concurso de delitos, resta determinar si esta omisión –así, por 

ejemplo, precisión de que se trata de un concurso real con las 

consecuencias correspondientes en el ámbito de la pena- debe ser objeto de 

un planteamiento de la tesis de desvinculación procesal o de información 

judicial -cuyo eje es el respeto del principio de contradicción y de la 
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garantía de defensa procesal, concretamente, del derecho al conocimiento 

de los cargos. 

 

El planteamiento de la tesis, según el artículo 285°-A ACPP, sólo es 

posible cuando corresponda variar la calificación jurídica del hecho 

procesal o cuando se adviertan circunstancias modificativas de la 

responsabilidad no incluidas en la acusación que aumentan la punibilidad. 

Sólo está destinada, por consiguiente, a la introducción de hechos no 

esenciales o accidentales al hecho principal –inmutable en sí mismo- y a 

desvinculación respecto de la calificación jurídica del hecho acusado. 

 

Es evidente que el concurso de delitos no constituye una circunstancia 

modificativa de la responsabilidad penal (CJ-117, Acuerdo Plenario N° 04, 

2009); es decir, elementos fácticos accidentales del delito, que no 

condicionan su existencia pero inciden en la moderación o agravación de 

la pena. Las reglas sobre el concurso de delitos tampoco incide en la 

calificación jurídica de las conductas delictivas: tipicidad objetiva y 

subjetiva, grado del delito, tipo de autoría o de participación. 

 

Por tanto, las referencias jurídicas al concurso de delitos, necesarias para la 

valoración del hecho procesal, no infringe principio ni garantía procesal 

alguna, siempre que, como corresponde, no se introduzcan nuevos datos o 

elementos a los que no se hubieran podido referir las partes por 

desconocimiento de los mismos –por lo demás, es de tener presente que 
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los elementos de hecho son susceptibles de prueba y las valoraciones lo 

son de debate-.  

 

Así las cosas, no hace falta plantear la tesis o, en otros términos, el no 

planteamiento de la tesis en este caso, aun cuando sería recomendable a fin 

de consolidar un debate puntual sobre este asunto de suerte que en clave 

garantista es conveniente hacerlo para instar una discusión jurídica 

acabada sobre el concurso real y sus consecuencias punitivas, no vulnera 

las formas esenciales del juicio ni genera indefensión alguna. 

 

Concuerdo con el profesor cubano Danilo Rivero cuando establece en su 

obra El Juicio Oral como fundamento del empleo de la fórmula procesal, 

la “necesidad de hacer compatible el principio de investigación oficial con 

la forma acusatoria de la etapa procesal del juicio oral otorgándole al foro 

la facultad de proponer a las partes el examen de un nuevo punto de vista 

en orden a la calificación de los hechos”, pues como había manifestado 

anteriormente, sería modificar el fundamento jurídico de la pretensión 

punitiva cuando apreciare, por el resultado de las pruebas del juicio oral, 

que el hecho ha sido calificado con manifiesto error (Peyrano, 1993). Pues 

se trata de una precaución de la ley contra los posibles errores de los 

acusadores que no han querido o sabido calificar el hecho procesal 

debidamente. De esta manera se puede dictar una sentencia condenatoria 

con un título distinto al querido o pretendido por la acusación. 
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El uso de la fórmula procesal evita una exageración de la forma acusatoria 

incompatible con el principio de investigación oficial pues considero que 

en un sistema como el nuestro tales criterios responderían de una manera 

cierta y directa al llamado de nuestra carta magna cuando en su artículo 

número uno se pronuncia en pro de la justicia social, lo cual cobra también 

fundamento en el tercer por cuanto de nuestro código penal cuando exige 

una correspondencia entre el régimen de sanciones y la gravedad de los 

diversos comportamientos delictivos, de manera que se garantice al 

adecuar, fundamentar y aplicar la sanción una adecuada individualización 

de la misma y una eficacia creciente a los fines de nuestra sociedad. 

 

Para lograr desentrañar adecuadamente esta pregunta resulta indispensable 

trazar ciertos parámetros que permitan delimitar el tipo o clase de poder 

que ejerce el juez frente a la interposición de una demanda. Al efecto me 

parece relevante distinguir, en primer término, entre lo que es un control 

formal de la demanda y, en segundo lugar, el control material o de fondo. 

Este último -que será objeto de esta indagación- puede ser objeto de una 

nueva parcelación tripartita. En primer lugar, el control sobre el interés que 

se busca proteger por medio de la pretensión deducida, esto es, sobre el 

interés material invocado por el actor como objeto de protección; en 

segundo lugar, el control en los casos donde el ordenamiento excluye de 

tutela de determinadas relaciones jurídicas y; en tercer lugar, un control 

sobre la fundabilidad de la pretensión, esto es, sobre la idoneidad de los 

hechos contenidos en la pretensión para formar, en abstracto, un juicio de 

acogimiento o prosperidad de la misma. 
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2.5. DESVINCULACIÓN Y DEBIDO PROCESO 

 

Es aquí donde me parece que puede cuestionarse la legitimidad de la 

potestad judicial que se analiza. Sentado que el pronunciamiento 

prematuro de la pretensión no afecta el derecho constitucional del 

ciudadano de acceso a la jurisdicción como tampoco su derecho a un 

proceso, se debe sortear otra duda de legitimidad: ¿el rechazo ad initio de 

una determinada pretensión puede ser considerado un proceso justo y 

racional? Al respecto no se debe olvidar que el constituyente en el Art. 19 

N°3 inciso 5o, aparte de fundar el imperativo constitucional del proceso 

previo para toda decisión jurisdiccional, exige que dicho proceso previo 

obedezca a ciertas pautas de racionalidad y justicia. En resumidas palabras, 

exige que el legislador cree para la resolución de conflictos un debido 

proceso (Montero Aroca, 2001. p. 245). 

 

2.6. DEFINICÓN DE TÉRMINOS BÁSICOS 

 

2.6.1. Acusación Fiscal 

 

La Acusación Fiscal es una prerrogativa funcional reservada al 

Fiscal (Valdivia Sorrentino, 2008, p. 178), en virtud de lo dispuesto 

en el artículo 11 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, en 

concordancia con las disposiciones del Código Procesal Penal 

reguladas en su artículo 334° y siguientes referidas a la conclusión 
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de la etapa de la Investigación Preparatoria, así como en el último 

párrafo del artículo 343° referido a la formulación de acusación. 

 

Dicha prerrogativa es ejecutada con la elaboración de una 

disposición fiscal en la que se cumple con los requisitos establecidos 

en la normatividad anteriormente señalada y que es objeto de control 

en la etapa intermedia, luego de lo cual se da inicio a la tercera y 

última etapa del proceso penal, el Juicio Oral. 

 

2.6.2. Juicio Oral 

 

Como lo señalamos anteriormente el Juicio Oral es la última etapa 

del proceso penal que integrado por los siguientes procedimientos 

factibles de ser llevado en una sola audiencia, la exposición de los 

alegatos iniciales, la actuación probatoria y la emisión de la decisión 

final, de conformidad con lo regulado en los artículos 442 a 446 del 

Código Penal.  

 

2.6.3. Desvinculación de la acusación 

 

Como lo señala Carlos Escobar, “La figura de la desvinculación 

procesal penal guarda relación con el objeto del proceso penal, la 

pretensión punitiva, el objeto de debate y la acusación fiscal.”  

(Escobar Antesano, 2009, p. 104). 
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Se señala que guarda relación con la figura del objeto del proceso 

penal, debido a que si la acusación se aleja de dicho objeto se 

termina por invalidar el resto del procedimientos seguidos en el 

contexto del proceso penal. 

 

En cuanto a la pretensión punitiva, es preciso que ésta se encuentre 

en consonancia con el delito incoado, de no ser así generaría el 

mismo rpoblema antes descrito. 

 

Es por ello que, al encontrarse la acusación fiscal contraria al objeto 

del proceso penal, a la pretensión punitiva y al objeto del debtate, 

habilita la posibilidad al Juez para desvincularse o apartarse de la 

acusación fiscal. 

 

2.6.4. Sentencia Penal 

 

Se trata de la resolución final del proceso que decide sobre el fondo 

del asunto planteado ante el Juez o Colegiado, en ella se encuentran 

contenidas las consideraciones de hecho y derecho que fundamentan 

la resolución o decisión a tomar sobre el caso concreto. los artículos 

394°, 398° y 399° del Código Procesal Penal detallan los elementos 

mínimos o esenciales que debe contener una sentencia penal. 
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CAPÍTULO III 

 

PROCEDIMIENTO METODOLÓGICO 
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3.1. TIPO DE INVESTIGACIÓN 

 

La investigación es un proceso riguroso, cuidadoso y sistematizado en el que 

se busca resolver problemas de una manera organizada, que garantice la 

producción de conocimientos y de alternativas de solución de variables; ahora 

bien, si estamos hablando de una investigación científica, es posible 

desarrollar dos tipos de enfoques, como son el Cualitativo y el Cuantitativo, 

el primero se entiende que la cantidad es parte de la cualidad, dándose mayor 

atención a lo profundo de los resultados y no de su generalización; mientras 

que en el segundo enfoque, lo importante es la generalización o 

universalización de los resultados de la investigación; siendo ello así, nuestra 

investigación se basa en un Enfoque Cualitativo, debido a que, a pesar de que 

se trabajaran con casos tipo, ventilados ante los Juzgados Unipersonales y 

Colegiados de la ciudad de Cajamarca, el interés de la investigación no es 

conocer en cuántos de estos se ha aplicado o no la desvinculación de la 

acusación fiscal, sino, tenemos como objetivo, describir cuales son las causas 

que motivan a que los Jueces Unipersonales como los Colegiados se 

desvinculen de la Acusación Fiscal, buscando en ese sentido, recoger los 

datos de la realidad representados por los procesos penales en los que se ha 

arribado a una Sentencia cuya condena ha sido determinada por la aplicación 

del artículo 374, inciso 1 del Código Procesal Penal. 
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3.2. NIVEL DE LA INVESTIGACIÓN 

 

Dado que no se ha  realizado investigaciones anteriores respecto del 

particular, el equipo de investigación ha creído conveniente otorgar a la 

presente investigación un alcance descriptivo, que agota la etapa de 

exploración pero que, además, realizará un disertación acerca de las causas 

que determinan la aplicación de la aplicación del artículo 374, inciso 1 del 

Código Procesal Penal. 

 
 

3.3. Diseño de la investigación 

 

Transversal o transeccional, debido a que se busca investigar la aplicación de 

una figura jurídica en un momento específico, el periodo 2014-2015 en la 

sede del Distrito Judicial de Cajamarca. 

 

3.4. Unidad de Análisis, Universo y Muestra 

 
UA: La unidad de análisis estará conformada por las Sentencias emitidas por 

los cinco Jueces Unipersonales y dos Colegiados de la Corte Superior 

de Justicia de Cajamarca, durante los años dos mil catorce y dos mil 

quince. 

 

UO: Las novecientos sesenta y nueve Sentencias emitidas por los cinco 

Juzgados Unipersonales – Unip. 01: 190, Unip. 02: 192, Unip. 03: 198, 

Unip. 04: 193 y Unip. 05: 196 -, así como las doscientos veinticinco 
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Sentencias emitidas por los dos Colegiados – Coleg. A: 112 y Coleg. B: 

115-, de la Corte Superior de Justicia de Cajamarca,  durante los años 

dos mil catorce y dos mil quince; asimismo, las acusaciones fiscales que 

dieron origen a dicha desvinculación. 

 

UA: Las trescientos cincuenta y nueve Sentencias a las que se tuvo acceso, 

por cuanto muchas de ellas, no se encontraban en los legajos de los 

Juzgados, y al realizar la búsqueda de los expedientes éstos se 

encontraban en el Archivo Central de dicha Corte Superior, entre otros 

factores. 

 

M1: Las cinco Sentencias en las que se presentó la desvinculación de la 

Acusación Fiscal emitidas por los cinco Juzgados Unipersonales – dos 

sentencias encontradas-; así como de los dos Colegiados – tres 

sentencias encontradas, de la Corte Superior de Justicia de Cajamarca,  

durante los años dos mil catorce y dos mil quince. 

 

3.5. Métodos de Investigación 

 

3.5.1. Método Analítico 

 

Como sabemos el método analítico trata de construir y descubrir los 

objetos del conocimiento, dividendo la realidad en sus partes más 

elementales, es por ello que consideramos que este método es el 

indicado para tratar y desarrollar el tema de la presente investigación, 
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debido a que ayudará a reconocer y analizar los objetivos de la realidad 

que se nos ofrece acerca de la aplicación del artículo 374, inciso 1 del 

Código Procesal Penal.  

 

3.5.2. Método de Síntesis 

 

Como es sabido el método de síntesis busca la unión de las partes que el 

investigador separa al momento de analizarlas, análisis que dio lugar a 

las variables de investigación, variables que luego se verán acopladas a 

través de este método, desarrollado de manera clara y sucinta en el 

proceso de operacionalización de las variables incorporando una idea de 

totalidad al proceso de investigación llevando de esta manera a 

conclusiones certeras.   

 

 

3.5.3. Método Inductivo 

 

Debido a que este proyecto tiene como base la investigación de los 

casos identificados en los que se ha aplicado el artículo 374, inciso 1 del 

Código Procesal Penal, consideramos al método inductivo dentro de 

nuestro proyecto ya que dicho método desarrolla a una serie de 

conocimientos particulares para llegar a conclusiones generales, 

conclusiones obtenidas a través de resultados y observaciones 

generados del planteamiento de la hipótesis, obteniendo de esta manera 

conocimientos nuevos y más completos.  
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3.5.4. Método Sociológico 

 

Debido a que las sociedades van avanzando y cambiando 

constantemente, creemos pertinente buscar la relación del hecho social 

que está tras el objeto observado a través de nuestras variables de 

estudio; existe la posibilidad de que la decisión del juez de aplicar el 

artículo 374, inciso 1 del Código Procesal Penal, tenga como 

condicionantes aspectos sociales y no únicamente jurídicos, lo que nos 

llevaría a comprobar la peligrosidad del dispositivo legal en análisis.  

 
3.5.5. Exegético 

 

Desde la perspectiva sistémica, cabe señalar que haremos uso del 

método exegético para comprender la perspectiva del legislador al 

momento de dictar las normas relativas a la aplicación del artículo 374, 

inciso 1 del Código Procesal Penal, lo que se llevará a cabo mediante el 

estudio e interpretación de la exposición de motivos que dio lugar a su 

regulación; sin embargo, este es sólo el primer paso de nuestra 

investigación, puesto que servirá de pilar para el resto de estudios que 

tendrán como principal protagonista al método dogmático y el método 

histórico.  

 

3.5.6. Dogmático 

 

Es el principal método a utilizar en nuestra investigación, debido a que 

busca atenerse en los principios doctrinales como medio principal para 
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interpretar el contenido que le otorga ley la desvinculación de la 

acusación fiscal, así como para determinar su naturaleza y la estructura 

sistémica de su contenido con la ayuda de la doctrina que se ha 

desarrollado al respecto. Hemos elegido el método dogmático por ser 

un método de interpretación jurídica que no se limita al estudio de los 

significados de los términos, sino que además se ubica en la concepción 

interpretativa intelectualista racionalista lógica de la figura, con lo cual 

trataremos de desentrañar la ratio legis de la figura en estudio, su 

carácter público.  

 

3.5.7. Hermenéutico 

 

Como complemento del método anterior, que se centra en la 

interpretación que debe darse de la legislación ya mencionada de cara 

con las múltiples posibilidades que nos otorga el ordenamiento jurídico 

peruano y los principios fundamentales que se encuentran inmersos.  

 

3.5.8. Teleológico 

 
Fundamental para la investigación, en cuanto buscamos reforzar la 

importancia del fin último de la figura de la desvinculación de la 

acusación fiscal, utilizando los significados del bien común y la justicia 

y, principalmente, ponderando su importancia respecto de los fines 

netamente procedimentales.  

 

3.6. Técnicas de Investigación 
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3.6.1. Observación de la realidad 

 
Referida a los casos específicos que se han ventilado ante el poder 

judicial en los que los jueces penales han aplicado el artículo 374, 

inciso 1 del Código Procesal Penal; de los cuales deben anotarse las 

incidencias referentes a las causas que originan la posibilidad del 

juzgador de desvincularse de la acusación fiscal, principalmente las 

causas extrajurídicas. 

 

3.6.2. Revisión Documental 

 

Debido a que el estudio será cualitativo, no empírico y no experimental, 

la única técnica de recolección de datos será la revisión de documentos 

que contengan la doctrina respecto al tema y las sentencias emitidas por 

los diferentes órganos jurisdiccionales; que han sido mencionadas en el 

marco referencial y el marco metodológico, amén de otras propuestas 

que se vayan encontrando en el desarrollo de la tesis. 

 

 

 

3.6.3. Fichaje Bibliográfico 

 
A ser utilizado para la revisión de los tratados doctrinarios respecto de 

la materia. 
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3.6.4. Análisis de Contenido 

 
Aplicable para cada método mencionado en el acápite anterior, según 

sus características específicas 

 

3.7. Instrumentos 

 
3.7.1. Ficha de recolección de datos 

 

Para ser utilizada tanto en el recojo de datos fácticos como de los datos 

bibliográficos. 

 

3.8. ASPECTOS ÉTICOS DE LA INVESTIGACIÓN 

 

Dentro de la ética de un investigador  y más aún en el caso de un estudioso en 

el campo legal, es necesario tomar en cuenta no violentar derechos, deberes, 

normas, procedimientos y políticas que puedan perjudicar a las personas, 

grupos o instituciones que pueden ser objetos de los estudios realizados 

debido a que esto deben generar conocimientos y nos destruirlos o disuadirlo 

del camino correcto; de esta manera el proceder del investigador tiene que ser 

de una manera adecuada, tomando si es necesario opiniones de personas 

autorizadas para no caer en un estudio absurdo que no genere ninguna clase 

de aporte , en este caso en el ámbito legal, garantizando de ser necesario 

además la privacidad, el anonimato y la confidencialidad de los casos 

tomados y la identidad de las víctimas que han sido objeto de estudio dentro 
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de la investigación logrando de esta manera resultados concretos y reales, es 

decir resultados que no hayan sido manipulados para obtener soluciones 

ficticias y puedan ser aplicadas en el campo de los hechos  

 

3.9. DESCRIPCIÓN DE PROCEDIMIENTOS PARA LA OBTENER DE 
LA INFORMACIÓN 

 
Los datos a ser obtenidos son de tres tipos:  

 
a. Anotaciones en las fichas de análisis de la realidad 

 
En el caso específico del recojo de datos de la propia realidad, nos estamos 

refiriendo a las incidencias ocurridas en el contexto de la tramitación de un 

proceso judicial en el que se ha aplicado el artículo 374, inciso 1 del 

Código Procesal Penal; dicha labor se verá facilitada en virtud que los 

tesistas ostentan el cargo de Fiscal y secretaria del Poder Judicial, lo que 

les posibilitará una observación directa de casos tipo que, si bien no serán 

analizadas estadísticamente servirán de apoyo para la discusión u la 

obtención de conclusiones. 

 

El procedimiento llevado a cabo, ha sido la anotación de dichas 

incidencias en la correspondiente ficha de recojo de datos de la realidad, la 

cual ha sido previamente elaborada y contiene el resumen de los hechos 

ocurridos, la enumeración de los indicadores a ser identificados. 

 

Luego del recojo de dichos datos, las fichas quedarán expeditas para ser 

analizadas. 
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b. Anotaciones en las fichas de análisis documental 

 

Tan igual como ocurre en el caso de las fichas de recojo de la realidad, 

también se elaborarán fichas de análisis documental mediante las cuales se 

lleva a cabo el recojo de los datos relevantes para la investigación, 

obtenidos de los expedientes judiciales en los que se ha aplicado el artículo 

374, inciso 1 del Código Procesal Penal. 

 

El estudio de los referidos expedientes es importante debido a que en ellas 

se encuentra contenido, además del detalle de los hechos señalados en el 

acápite anterior, las conclusiones y análisis jurídicos que, según la 

casuística, lleva a cabo el Fiscal a cargo del caso y los jueces que conocen 

el juicio oral. 

 

3.10. MANIPULACIÓN DE LA INFORMACIÓN 

 

Una vez recogidos los datos, estos deberán ser previamente tabulados y, luego 

de ello procesados, para finalmente llevar a cabo su interpretación y análisis. 

 

a) Interpretación y análisis de datos 

 

Estos dos pasos son las dos caras de una sola moneda, pues la 

interpretación es el paso inmediatamente anterior y se enlaza con el 
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análisis de los resultados obtenidos, por lo tanto, en este punto se 

interpretarán cualitativamente los obtenidos sin necesidad de 

procesamiento estadístico, haciendo uso además de las figuras jurídicas 

existentes para tal tarea; así como de los métodos contemplados en la 

metodología destinada para esta investigación. 

 

Este es el paso previo a la discusión final de la tesis y la parte medular de 

la misma. 

 

3.11. LIMITACIONES EN LA OBTENCIÓN DE LOS DATOS 

 

Las limitaciones presentadas serán principalmente en cuanto al tiempo y 

oportunidad para el recojo de datos, debido a que los instrumentos de 

investigación serán aplicados a la par que los tesistas desarrollarán sus 

labores, lo que acarrea la responsabilidad de no descuidar ni una ni otra labor, 

de manera que se alcance un óptimo en el desarrollo de ambas actividades; 

por otro lado, esta limitación es paliada por la potestad de intervención directa 

en los casos que otorga a los tesistas el cargo que desenvuelven. 
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CAPITULO IV 

RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

4.1. RECOLECCIÒN, PROCESAMIENTO E INTERPRETACIÓN DE 

DATOS 
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A fin de contrastar la hipótesis de investigación se han analizado un 

determinada cantidad de expedientes en los que se presenta la figura de la 

desvinculación de la acusación personal, dicho análisis se ha llevado a cabo 

a lo largo de todo el expediente, por lo que el estudio no es cuantitativo, sino 

cualitativo, dado que el interés de la investigación no es conocer en cuántos 

expedientes se ha presentado la figura de la desvinculación, sino cuáles son 

las causas jurídico sociales para que se presente la misma. 

 

 

4.1.1. ENUMERACIÓN DE LOS PROCESOS SELECCIONADOS 

PARA EL ESTUDIO 

 

Los procesos seleccionados para el estudio han sido obtenidos de los 

archivos tanto de Juzgados Penales Unipersonales como de Juzgados 

Penales Colegiados a fin de contar con un espectro más amplio acerca 

de la aplicación de la facultad concedida por el artículo 374 del Nuevo 

Código Procesal Penal a los magistrados. Dichos expedientes que 

constituyen los casos tipo de nuestro análisis son los siguientes: 

 

 

 

 

Nº EXPEDIENTE 

1.  00367-2014-0-0601-JR-PE-01 (00367-2014-1-0601-JR-PE-01) 
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Tipificación de la acusación       : Lesiones graves (121.2 CP). 

Tipificación tras desvinculación : Lesiones graves (121.2 CP). 

Materia de desvinculación          : Determinación de la pena. 

2.  01001-2012-0-0601-JR-PE-03 (01001-2012-5-0601-JR-PE-03) 

Tipificación de la acusación       : Parricidio (107 CP). 

Tipificación tras desvinculación : Lesiones graves seguidas de 

muerte (121, último párrafo CP). 

Materia de desvinculación          : Incorrecta Tipificación. 

3.  00092-2014-0-0601-JR-PE-03 (00092-2014-11-0601-JR-PE-03) 

Tipificación de la acusación       : Robo agravado (188 CP). 

Tipificación tras desvinculación : Marcaje (317-A CP). 

Materia de desvinculación          : Incorrecta Tipificación. 

4.  00636-2015-0-0601-JR-PE-02 (00636-2015-1-0601-JR-PE-02) 

Tipificación de la acusación       : Violación sexual de persona 

puesta en estado de inconsciencia (171 CP). 

Tipificación tras desvinculación : Violación sexual tipo base (170 

CP). 

Materia de desvinculación          : Incorrecta Tipificación. 

5.  01026-2014-0-0601-JR-PE-03 (01026-2014-1-0601-JR-PE-03) 

Tipificación de la acusación       : Peculado Doloso (387 CP). 

Tipificación tras desvinculación : Receptación (374.1 CP). 

Materia de desvinculación          : Incorrecta Tipificación. 
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4.1.2. ELABORACIÓN DE LOS INSTRUMENTOS PARA OBTENER 

LA INFORMACIÓN 

 

A fin de analizar la información obtenida, se ha llevado a cabo la 

elaboración de fichas de recolección de datos documentales, que han 

sido debidamente estructuradas a fin de sintetizar de manera eficiente 

la información y que contienen los siguientes ítems: 

 

1.1. Número de expediente o cuaderno. 

1.2. Datos del imputado. 

1.3. Datos del agraviado. 

1.4. Delito. 

1.5. Juez. 

1.6. Incidencias en la investigación preliminar 

1.7. Incidencias en la investigación preparatoria. 

1.8. Control de acusación en etapa intermedia. 

1.9. Pruebas actuadas en Juicio Oral. 

1.10. Motivos de la desvinculación. 

 

Se hace presente que el ítem 1.9 es informativo y general, debido a 

que existen procesos en los que no es necesario analizar las pruebas 

admitidas y actuadas debido a que el motivo de la desvinculación de la 

acusación fiscal obedece a causas estrictamente procesales que no son 

de fondo; contrario sensu, existen otros procesos en los que la 

desvinculación depende de cuestiones de fondo. 
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4.2. RECOJO DE DATOS 

 

4.2.1. Indicadores para la obtención de datos 

 

a. Validez de la obtención del acervo probatorio en investigación 

preparatoria y su relación con los motivos de la desvinculación 

 

No existen un numerus clausus acerca de los presupuestos por los 

que el magistrado o magistrados puedan desvincularse de la 

acusación fiscal y, eventualmente, puedan modificarla; razón por la 

cual es necesario tener en cuenta la obtención del acervo probatorio, 

en tanto la corrección en su obtención y las posteriores objeciones 

que se puedan presentar contra éste, puede influir en la 

desvinculación del tipo penal, aún en inaplicación del principio de 

preclusión en los casos en que dicho material probatorio es obtenido 

en violación de derechos fundamentales. 

 

b. Corrección de la subsunción de hechos sustentados en material 

probatorio en las normas procesales y sustantivas penales en la 

etapa intermedia de la acusación 

 

Otra de las razones serían la incorrecta actuación del magistrado de 

la etapa intermedia al momento del admitir uno u otro medio 

probatorio que posteriormente, en etapa de juicio oral ha de ser 

actuado y valorado, esta incorrecta actuación en el control de la 
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acusación gira en torno a  los medios probatorio ofrecidos y la 

calificación que éstos permitan del tipo penal o la ocasiones que ello 

dé para acceder a beneficios tales como la conclusión anticipada, 

entre otros en etapa de juicio oral, es por ello que su estudio es 

importante a efectos de determinar la influencia sobre la posterior 

devinculación de los magistrados de enjuiciamiento. 

 

c. Corrección procedimental y sustantiva en el desarrollo Juicio 

Oral 

 

En el mismo desarrollo del Juicio Oral también pueden presentarse 

circunstancias que influyan sobre la calificación jurídica que el juez 

realice acerca de los procedimientos o actuaciones de fondo o forma 

que se presenten 

 

d. Fundamentación en la Sentencia de las causas por las que se 

presenta la desvinculación 

 

La motivación de las resoluciones judiciales es un derecho 

fundamental contenido en la Constitución y reflejado en las normas 

penales, por tal motivo, las Sentencias en las que se realiza la 

desvinculación de la acusación se hace necesario que el magistrado 

realice, además de una fundamentación de los motivos que le llevan 

a alcanzar una resolución de fondo, también los motivos que lo han 

llevado a desvincularse de la acusación fiscal. 
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e. Factores externos que intervienen en la toma de las decisiones 

 

Ocasionalmente, pueden presentarse otros factores externos que 

intervengan en la decisión de los magistrados para desvincularse de 

la acusación fiscal, como la presión mediática en un caso relevante u 

otros de similar tipo, por lo que estos también serán analizados de 

presentarse una irregularidad en el análisis de la juridicidad. 

 

4.3. PROCESAMIENTO E INTERPRETACIÓN DE DATOS POR CASO 

TIPO 

 

4.3.1. EXPEDIENTE Nº 00367-2014-0-0601-JR-PE-01, CUADERNO 

DE JUICIO ORAL Nº 00367-2014-1-0601-JR-PE-01 

 

El presente proceso ha sido incoado debido a los siguientes hechos, 

explicados de manera resumida: 

 

Gresca producida el día 24 de octubre de 2013, en la que éste le 

habría propinado un mordisco al señor José Luis Pérez Valdez 

cuando ambos cayeron juntos al piso en medio de la pelea, 

causándole una lesión grave y permanente en su rostro. 

 

La calificación jurídica realizada por el Fiscal: 
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Los hechos descritos son calificados como lesiones graves con 

desfiguración de rostro, subsumido en el artículo 121.1 del Código 

Penal. 

 

Prognósis de pena: 

 

Privativa de la libertad no menor de cuatro ni mayo de ocho. 

 

Pretensión penal: 

 

El Fiscal solicita 3 años y 8 meses de pena privativa de la libertad, 

debido a que el imputado habría confesado sinceramente su 

responsabilidad penal. 

Nº INDICADORES 

1. Acerca de la validez de la obtención del acervo 

probatorio en investigación preparatoria y su relación 

con los motivos de la desvinculación 

Analizada la Carpeta Fiscal cuya investigación generó el 

presente expediente se ha observado que no se ha 

presentado lesión alguna a derechos fundamentales en la 

obtención de los medios probatorios, ni otra circunstancia 

relevante que pueda haber influido posteriormente en la 

desvinculación de la acusación penal. 

Por tanto, en el presente caso existe corrección en la 



117 
 

actuación del fiscal a nivel de investigación preparatoria. 

Sin embargo, tampoco se ha generado la posibilidad de 

acceder a un  procedimiento de terminación anticipada, así 

como se ha tenido como confesión sincera la declaración 

del imputado admitiendo la comisión del ilícito que se le 

imputa. 

2. Corrección de la subsunción de hechos sustentados en 

material probatorio en las normas procesales y sustantivas 

penales en la etapa intermedia de la acusación 

En esta etapa es posible analizar la obtención del material 

probatorio, lo cual influirá respecto de la admisión del 

mismo y su correlación con la tipificación realizada por el 

Fiscal, al respecto, el Juez de la etapa intermedia a 

procedido de conformidad con lo establecido y ha admitido 

los medios probatorios que resultan pertinentes, 

conducentes y útiles para subsumir los hechos presentados 

en el tipo penal sustentado en la acusación. 

Sin embargo, ha omitido realizar el análisis acerca de las 

circunstancias modificatorias de la responsabilidad penal, 

concretamente, de la atenuante cualificada que presenta el 

Fiscal en su acusación, la confesión sincera. Si realmente se 

ha cumplido con los presupuestos normativos para ser 

considerada como tal, de manera que posibilite la reducción 

de la pena por debajo del mínimo legal, tal y como lo ha 

requerido el Fiscal. 
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3. Corrección procedimental y sustantiva en el desarrollo 

Juicio Oral 

En el desarrollo del Juicio Oral, se han actuado 

correctamente las pruebas admitidas, no se ha presentado 

ninguna incidencia que ejerza haya condicionado el 

correcto desarrollo del mismo, se ha realizado los alegatos 

de apertura y de clausura dentro de los parámetros 

legalmente establecidos y, al finalizar el mismo, el Juez no 

ha realizado advertencia alguna a las partes procesales 

acerca de si ha tomado o no una decisión para desvincularse 

de la acusación fiscal planteada. 

4. Fundamentación en la Sentencia de las causas por las 

que se presenta la desvinculación 

A pesar de no haberse pronunciado al respecto de manera 

previa, en la sentencia, el Juzgador se desvincula de la 

acusación fiscal por lo siguientes fundamentos: 

a. Inexistencia de confesión sincera, en los términos 

establecidos por el Fiscal en su acusación; pues en el 

caso concreto se advierte que la intervención policial 

se realizó inmediatamente después de ocurridos los 

hechos, por lo que el imputado habría sido intervenido 

en plena flagrancia delictiva, art. 259 del CPP.  

b. Al no existir confesión sincera, no resulta aplicable la 

reducción de la pena por debajo del mínimo legal, 

como lo había señalado el Fiscal en su acusación, en la 
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que había fijado 3 años y 8 meses de pena privativa de 

la libertad. 

c. Al existir el impedimento de que el Juez aplique una 

pena más grave que la requerida por el Fiscal, de 

conformidad con el artículo 397.3 del CPP, se hace 

necesario realizar una desvinculación de la pena 

solicitada por la Fiscalía. 

5. Factores externos que intervienen en la toma de las 

decisiones 

En el presente caso no se avisora ningún factor externo que 

condicione la resolución judicial. 

 

En consecuencia, en el presente proceso, el problema presentado 

respecto de la corrección de la acusación fiscal. Pudo haberse 

subsanado en etapa intermedia, sin embargo, el Juez de Investigación 

Preparatoria a cargo no realizó el estudio pertinente del caso, lo que 

resultó en un indebida graduación de la pena solicitada, lo que obligó 

al Juez del Juzgamiento a realizar una desvinculación de la pena 

presentada en la acusación por motivos meramente jurídico 

procesales que pudieron haber sido subsanados previamente. 

 

En ese sentido, una de las causas identificadas para la posterior 

desvinculación de la acusación fiscal por parte del Juez del 

Juzgamiento es la incorrecta actuación de los magistrados que 
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controlan la acusación, generando inconvenientes en la aplicación 

del derecho que deben ser resueltos a través de esta figura. 

 

4.3.2. EXPEDIENTE Nº 01001-2012-0-0601-JR-PE-01, CUADERNO 

DE JUICIO ORAL Nº 01001-2012-5-0601-JR-PE-01 

 

El presente proceso ha sido incoado debido a los siguientes hechos, 

explicados de manera resumida: 

 

Gresca producida en el seno de una familia, en que se presentó una 

pelea directa entre el padre, quien era un ebrio habitual, y su hija; 

produciéndose luego la muerte de éste por haberse causado una 

insuficiencia respiratoria como consecuencia de las lesiones sufridas. 

 

La calificación jurídica realizada por el Fiscal: 

 

La Fiscalía calificó los hechos anteriormente narrados como delito 

de parricidio previsto y sancionado en el artículo 107 del Código 

Penal. 

 

Prognósis de pena: 

 

Privativa de la libertad no menor de quince años. 

 

Pretensión penal: 
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El Fiscal solicita 15 años de pena privativa de la libertad. 

 

Nº INDICADORES 

1. Acerca de la validez de la obtención del acervo 

probatorio en investigación preparatoria y su relación 

con los motivos de la desvinculación 

Analizada la Carpeta Fiscal cuya investigación generó el 

presente expediente se ha observado que no se ha 

presentado lesión alguna a derechos fundamentales en la 

obtención de los medios probatorios, ni otra circunstancia 

relevante que pueda haber influido posteriormente en la 

desvinculación de la acusación penal. 

Por tanto, en el presente caso existe corrección en la 

actuación del fiscal a nivel de investigación preparatoria. 

 

2. Corrección de la subsunción de hechos sustentados en 

material probatorio en las normas procesales y 

sustantivas penales en la etapa intermedia de la 

acusación. 

En esta etapa es posible analizar la obtención del material 

probatorio, lo cual influirá respecto de la admisión del 

mismo; sin embargo, no ha realizado observación alguna 

acerca de su correlación con la tipificación realizada por el 
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Fiscal, al respecto, el Juez de la etapa intermedia ha 

procedido de conformidad con lo establecido por el 

ordenamiento procesal al admitir los medios probatorios 

que resultan pertinentes, conducentes y útiles; pero no ha 

realizado el correcto análisis previo para subsumir los 

hechos presentados en el tipo penal sustentado en la 

acusación. 

 

3. Corrección procedimental y sustantiva en el desarrollo 

Juicio Oral 

En el desarrollo del Juicio Oral, se han actuado 

correctamente las pruebas admitidas, no se ha presentado 

ninguna incidencia que ejerza haya condicionado el 

correcto desarrollo del mismo, se ha realizado los alegatos 

de apertura y de clausura dentro de los parámetros 

legalmente establecidos y, al finalizar el mismo, el Juez no 

ha realizado advertencia alguna a las partes procesales 

acerca de si ha tomado o no una decisión para desvincularse 

de la acusación fiscal planteada. 

4. Fundamentación en la Sentencia de las causas por las 

que se presenta la desvinculación 

A pesar de no haberse pronunciado al respecto de manera 

previa, en la sentencia, el Juzgador se desvincula de la 

acusación fiscal por los siguientes fundamentos: 
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a. Todas las pruebas actuadas en el Juicio Oral, dan 

cuenta de la comisión de un tipo delictivo distinto del 

de parricidio propuesto por la Fiscalía, pues no dan 

cuenta de la intención ni la actuación de la acusada 

tendiente a terminar con la vida de su padre, sino de 

repeler el ataque de este en la pelea generada.  

b. No existen medios probatorios directos que nos 

indiquen la intención ni la actuación de la acusada 

tendiente a terminar con la vida de su padre. 

c. En cuanto a la tipicidad objetiva, se tiene que la 

acusada habría ocasionado la lesiones a su padre, tal y 

como lo ha aceptado ella misma en Juicio Oral y que 

esta lesiones, según ha sido corroborado con las 

pericias, son las que le habrían causado la muerte. 

d. En cuanto a la tipicidad subjetiva se tiene que ha 

quedado plenamente acreditado que la acusada 

buscaba causarle lesiones a su padre en el contexto de 

una gresca, no así matarlo. 

e. Sin realizar ninguna otra fundamentación de tipo 

procesal y sin indicarlo expresamente en la resolución, 

el Colegiado se desvincula de la acusación Fiscal, en 

el extremo de la tipificación del hecho, y lo varía al 

delito de lesiones graves seguidas de muerte, 

imponiéndole una pena privativa de la libertad de seis 

años, muy por debajo de la prognosis de pena para el 



124 
 

parricidio. 

5. Factores externos que intervienen en la toma de las 

decisiones 

En el presente caso no se avisora ningún factor externo que 

condicione la resolución judicial. 

 

En consecuencia, en el presente proceso, el problema presentado 

respecto de la corrección de la acusación fiscal, también pudo 

haberse subsanado en etapa intermedia, sin embargo, el Juez de 

Investigación Preparatoria a cargo no realizó el estudio pertinente del 

caso, lo que resultó en un indebida tipificación de los hechos 

imputados, lo que obligó al Juez del Juzgamiento a realizar una 

desvinculación de la pena presentada en la acusación por motivos 

meramente jurídico procesales que pudieron haber sido subsanados 

previamente. 

 

Por otro lado, se tiene que el Fiscal tampoco habría realizado una 

correcta tipificación del delito a pesar de contar ya con el acervo 

probatorio que finalmente fue actuado en juicio y, al tratarse de un 

hombre de derecho, es su responsabilidad dicha actuación. 

 

En ese sentido, una de las causas identificadas para la posterior 

desvinculación de la acusación fiscal por parte del Juez del 

Juzgamiento es la incorrecta actuación de los magistrados que 
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controlan la acusación, generando inconvenientes en la aplicación 

del derecho que deben ser resueltos a través de esta figura. 

 

4.3.3. EXPEDIENTE Nº 00092-2014-0-0601-JR-PE-03, CUADERNO 

DE JUICIO ORAL Nº 00092-2014-11-0601-JR-PE-03 

 

El presente proceso ha sido incoado debido a los siguientes hechos, 

explicados de manera resumida: 

 

Robo agravado sufrido en las inmediaciones del Centro Comerial El 

Quinde, cuando salía de la agencia del Banco de Crédito del Perú 

tras haber cobrado una fuerte suma de dinero. 

 

Dicho delito se perpetro con la colaboración de las acusadas, quienes 

habrían estado en el interior de la agencia observando qué persona 

retira una suma fuerte de dinero para luego avisarle a sus 

compañeros a fin de que lo asalten. 

 

La calificación jurídica realizada por el Fiscal: 

 

La Fiscalía calificó los hechos anteriormente narrados como delito 

de robo agravado previsto y sancionado en el artículo 188 del 

Código Penal, y su forma agravada prevista en el artículo 189° del 

mismo cuerpo normativo. 

Prognósis de pena: 
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Privativa de la libertad no menor de doce ni mayor de veinte años. 

 

Pretensión penal: 

 

El Fiscal solicita catorce años de pena privativa de la libertad para 

una y trece años con cuatro meses de pena privativa de la libertad 

para otra. 

 

 

Nº INDICADORES 

1. Acerca de la validez de la obtención del acervo 

probatorio en investigación preparatoria y su relación 

con los motivos de la desvinculación 

Analizada la Carpeta Fiscal cuya investigación generó el 

presente expediente se ha observado que no se ha presentado 

lesión alguna a derechos fundamentales en la obtención de 

los medios probatorios, ni otra circunstancia relevante que 

pueda haber influido posteriormente en la desvinculación de 

la acusación penal. 

Por tanto, en el presente caso existe corrección en la 

actuación del fiscal a nivel de investigación preparatoria. 

 

2. Corrección de la subsunción de hechos sustentados en 
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material probatorio en las normas procesales y 

sustantivas penales en la acusación, etapa intermedia. 

En esta etapa es posible analizar la obtención del material 

probatorio, lo cual influirá respecto de la admisión del 

mismo; sin embargo, no ha realizado observación alguna 

acerca de su correlación con la tipificación realizada por el 

Fiscal, al respecto, el Juez de la etapa intermedia ha 

procedido de conformidad con lo establecido por el 

ordenamiento procesal al admitir los medios probatorios que 

resultan pertinentes, conducentes y útiles; pero no ha 

realizado el correcto análisis previo para subsumir los hechos 

presentados en el tipo penal sustentado en la acusación. 

 

3. Corrección procedimental y sustantiva en el desarrollo 

Juicio Oral 

En el desarrollo del Juicio Oral, se han actuado 

correctamente las pruebas admitidas, no se ha presentado 

ninguna incidencia que ejerza haya condicionado el correcto 

desarrollo del mismo, se ha realizado los alegatos de apertura 

y de clausura dentro de los parámetros legalmente 

establecidos y, al finalizar el mismo, el Juez ha realizado la 

advertencia a las partes procesales acerca la posibilidad de 

desvincularse de la acusación fiscal planteada de 

conformidad con los establecido en el artículo 374, inciso 1 

del Código Procesal Penal. 
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4. Fundamentación en la Sentencia de las causas por las que 

se presenta la desvinculación 

A pesar de no haberse pronunciado al respecto de manera 

previa, en la sentencia, el Juzgador se desvincula de la 

acusación fiscal por los siguientes fundamentos: 

a. Todas las pruebas actuadas en el Juicio Oral, dan cuenta 

de la comisión de un tipo delictivo distinto del de robo 

agravado propuesto por la Fiscalía, en el caso específico 

de las imputadas antes señaladas, debido a que su labor 

se agota en los actos preparatorios del delito de robo 

agravado.  

b. Se trata en realidad de un acto preparatoria que al ser 

incorporado al Código Penal, se constituye en un 

medio, que tiene como finalidad evitar se concrete la 

lesión o puesta en peligro del bien jurídico protegido del 

delito fin, para el presente caso, el patrimonio. Por ello, 

el Colegiado considera que los hechos comprobados por 

los medios probatorios en el Juicio Oral, constituyen en 

realidad el delito de marcaje tipificado en el artículo 

317-A del Código Penal y sanciona con pena privativa 

de la libertad no menor de tres ni mayor de seis años. 

5. Factores externos que intervienen en la toma de las 

decisiones 

En el presente caso no se avisora ningún factor externo que 

condicione la resolución judicial. 
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En consecuencia, en el presente proceso, el problema presentado 

respecto de la corrección de la acusación fiscal, también pudo 

haberse subsanado en etapa intermedia, sin embargo, el Juez de 

Investigación Preparatoria a cargo no realizó el estudio pertinente del 

caso, lo que resultó en un indebida tipificación del delito, lo que 

obligó al Juez del Juzgamiento a realizar una desvinculación de la 

pena presentada en la acusación por motivos meramente jurídico 

procesales que pudieron haber sido subsanados previamente. 

 

Por otro lado, se tiene que el Fiscal tampoco habría realizado una 

correcta tipificación del delito a pesar de contar ya con el acervo 

probatorio que finalmente fue actuado en juicio y, al tratarse de un 

hombre de derecho, es su responsabilidad dicha actuación. 

 

En ese sentido, una de las causas identificadas para la posterior 

desvinculación de la acusación fiscal por parte del Juez del 

Juzgamiento es la incorrecta actuación de los magistrados que 

controlan la acusación, generando inconvenientes en la aplicación 

del derecho que deben ser resueltos a través de esta figura. 
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4.3.4. EXPEDIENTE Nº 00636-2015-0-0601-JR-PE-02, CUADERNO 

DE JUICIO ORAL Nº 00636-2015-1-0601-JR-PE-02 

 

El presente proceso ha sido incoado debido a los siguientes hechos, 

explicados de manera resumida: 

 

El día 15 de septiembre de 2014, luego de salir de clases del Instituto 

Superior Pedagógico Arístides Merino Merino de Celendín, el 

agraviado y sus amigos fueron a libar licor, primero en una cantina y 

luego en el cuarto de uno de los amigos, contexto en el cual y 

aprovechándose de su inconsciencia, éste último le habría impuesto 

el acto sexual, retirándose luego a dormir en el cuarto de su hermana, 

despertándose al día siguiente el agraviado y al darse cuenta, 

denunció los hechos. 

 

La calificación jurídica realizada por el Fiscal: 

 

La Fiscalía calificó los hechos anteriormente narrados como delito 

de violación sexual producida después de poner a la víctima en 

estado de inconsciencia o en la imposibilidad de resistir, regulada en 

el artículo 171 del Código Penal. 

 

Prognósis de pena: 

 

Privativa de la libertad no menor de diez ni mayor de quince años. 
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Pretensión penal: 

 

El Fiscal solicita diez años de pena privativa de la libertad al 

acusado. 

 

Nº INDICADORES 

1. Acerca de la validez de la obtención del acervo 

probatorio en investigación preparatoria y su relación 

con los motivos de la desvinculación 

Analizada la Carpeta Fiscal cuya investigación generó el 

presente expediente se ha observado que no se ha presentado 

lesión alguna a derechos fundamentales en la obtención de 

los medios probatorios, ni otra circunstancia relevante que 

pueda haber influido posteriormente en la desvinculación de 

la acusación penal. 

Por tanto, en el presente caso existe corrección en la 

actuación del fiscal a nivel de investigación preparatoria. 

 

2. Corrección de la subsunción de hechos sustentados en 

material probatorio en las normas procesales y 

sustantivas penales en la acusación, etapa intermedia. 

En esta etapa es posible analizar la obtención del material 

probatorio, lo cual influirá respecto de la admisión del 

mismo; sin embargo, no ha realizado observación alguna 
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acerca de su correlación con la tipificación realizada por el 

Fiscal, al respecto, el Juez de la etapa intermedia ha 

procedido de conformidad con lo establecido por el 

ordenamiento procesal al admitir los medios probatorios que 

resultan pertinentes, conducentes y útiles; pero no ha 

realizado el correcto análisis previo para subsumir los hechos 

presentados en el tipo penal sustentado en la acusación. 

 

3. Corrección procedimental y sustantiva en el desarrollo 

Juicio Oral 

En el desarrollo del Juicio Oral, se han actuado 

correctamente las pruebas admitidas, no se ha presentado 

ninguna incidencia que ejerza haya condicionado el correcto 

desarrollo del mismo, se ha realizado los alegatos de apertura 

y de clausura dentro de los parámetros legalmente 

establecidos y, al finalizar el mismo, los Jueces han realizado 

la advertencia a las partes procesales acerca la posibilidad de 

desvincularse de la acusación fiscal planteada de 

conformidad con los establecido en el artículo 374, inciso 1 

del Código Procesal Penal; es decir, pronunciarse respecto de 

un tipo penal diferente del propuesto, es decir el artículo 170 

del Código Penal; siendo que las partes no expresaron 

objeción a esta posibilidad y tampoco ofrecieron medios 

probatorios en ese sentido, más allá de los actuados en juicio 

oral. 
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En este tenor, es pertinente indicar que en este procedimiento 

sí se han seguido los procedimientos correspondientes para 

aplicar el referido artículo que faculta al Juez a desvincularse 

de la acusación fiscal, puesto que se ha cautelado el derecho 

de defensa de las partes, así como el debido proceso en 

general. 

4. Fundamentación en la Sentencia de las causas por las que 

se presenta la desvinculación 

A pesar de no haberse pronunciado al respecto de manera 

previa, en la sentencia, el Juzgador se desvincula de la 

acusación fiscal por los siguientes fundamentos: 

a. El día de los hechos el agraviado ha sido víctima del 

delito de violación sexual por parte de José Fernando 

Peche Rojas, quien admite este hecho, además de la 

oralización del certificado médico legal Nº 001107-E-

IS; sin embargo no se ha probado que haya sido el 

acusado quién puso en estado de inconsciencia al 

agraviado, pues el mismo agraviado ha narrado que se 

encontraban tomando en grupo; por lo que no se puede 

inferir que el agraviado lo haya puesto en estado de 

embriaguez a la fuerza o con engaños- 

b. Siendo así, debidamente confrontados los hechos objeto 

de acusación fiscal con las pruebas actuadas durante el 

Juicio Oral, el Colegiado ha considerado que los hechos 

se subsumen en el delito de violación sexual de mayor 
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de edad regulado en el artículo 170, primer párrafo del 

Código Penal. 

c. Habiéndose establecido la responsabilidad penal del 

acusado, se le impuso seis años de pena privativa de la 

libertad efectiva. 

5. Factores externos que intervienen en la toma de las 

decisiones 

En el presente caso no se avisora ningún factor externo que 

condicione la resolución judicial. 

 

En consecuencia, en el presente proceso, el problema presentado 

respecto de la corrección de la acusación fiscal, también pudo 

haberse subsanado en etapa intermedia, sin embargo, el Juez de 

Investigación Preparatoria a cargo no realizó el estudio pertinente del 

caso, lo que resultó en un indebida tipificación del delito, lo que 

obligó al Juez del Juzgamiento a realizar una desvinculación de la 

pena presentada en la acusación por motivos meramente jurídico 

procesales que pudieron haber sido subsanados previamente. 

 

Ad empero, llama poderosamente la atención de la labor del fiscal en 

el proceso penal, la misma que no se resume en buscar responsables 

de ilícito pena, sino tomar cuenta de la verdad de los hechos a través 

de las investigaciones, las mismas que al ser desarrolladas dentro del 

marco legal justifican la tipificación del hecho. 
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En el caso específico dicha labor fiscal ha sido realizada de manera 

deficiente, debido a que de la narrativa de los hechos, las 

manifestaciones tanto de imputado como agravias, se puede tener en 

cuenta que este último habría libado licor por su propia voluntad y 

que de ninguna manera ha intervenido la voluntad del imputado para 

obligarlo a consumir licor. 

 

Por lo que en el presente caso la actuación judicial se constituye en 

un pilar para el correcto desenvolvimiento del derecho penal y para 

la corrección de la actuación del Juez de Investigación Preparatoria 

como del Fiscal interviniente. 

 

4.3.5. EXPEDIENTE Nº 01026-2014-0-0601-JR-PE-03, CUADERNO 

DE JUICIO ORAL Nº 01026-2014-1-0601-JR-PE-03 

 

El presente proceso ha sido incoado debido a los siguientes hechos, 

explicados de manera resumida: 

 

Extracción sistemática por parte del acusado en su calidad de jefe de 

planificación, sentenciado por el delito de peculado doloso, del 

dinero o recursos económicos de la Municipalidad Distrital de 

Sorochuco – Celendín hasta por un monto ascendente a S/. 2 265 

472.39; delito en el que habrían intervenido como cómplices 

primarias dos señoritas. 
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La calificación jurídica realizada por el Fiscal: 

 

La Fiscalía calificó los hechos anteriormente narrados como delito 

de peculado doloso, en el que las imputadas aparecen como 

cómplices, previsto y sancionado en el artículo 387 del Código 

Penal, en su forma agravada. 

 

Prognósis de pena: 

 

Privativa de la libertad no menor de ocho ni mayor de doce años. 

 

Pretensión penal: 

 

El Fiscal solicita nueve años de pena privativa de la libertad y 

suspensión por el mismo término. 

 

Nº INDICADORES 

1. Acerca de la validez de la obtención del acervo probatorio 

en investigación preparatoria y su relación con los motivos 

de la desvinculación 

Analizada la Carpeta Fiscal cuya investigación generó el 

presente expediente se ha observado que no se ha presentado 

lesión alguna a derechos fundamentales en la obtención de los 

medios probatorios, ni otra circunstancia relevante que pueda 
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haber influido posteriormente en la desvinculación de la 

acusación penal. 

Por tanto, en el presente caso existe corrección en la actuación 

del fiscal a nivel de investigación preparatoria. 

 

2. Corrección de la subsunción de hechos sustentados en 

material probatorio en las normas procesales y sustantivas 

penales en la acusación, etapa intermedia. 

En esta etapa es posible analizar la obtención del material 

probatorio, lo cual influirá respecto de la admisión del mismo; 

sin embargo, no ha realizado observación alguna acerca de su 

correlación con la tipificación realizada por el Fiscal, al 

respecto, el Juez de la etapa intermedia ha procedido de 

conformidad con lo establecido por el ordenamiento procesal 

al admitir los medios probatorios que resultan pertinentes, 

conducentes y útiles; pero no ha realizado el correcto análisis 

previo para subsumir los hechos presentados en el tipo penal 

sustentado en la acusación. 

 

3. Corrección procedimental y sustantiva en el desarrollo 

Juicio Oral 

En el desarrollo del Juicio Oral, se han actuado correctamente 

las pruebas admitidas, no se ha presentado ninguna incidencia 

que ejerza haya condicionado el correcto desarrollo del 
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mismo, se ha realizado los alegatos de apertura y de clausura 

dentro de los parámetros legalmente establecidos y, al finalizar 

el mismo, el Juez ha realizado la advertencia a las partes 

procesales acerca la posibilidad de desvincularse de la 

acusación fiscal planteada de conformidad con los establecido 

en el artículo 374, inciso 1 del Código Procesal Penal. 

4. Fundamentación en la Sentencia de las causas por las que 

se presenta la desvinculación 

Los juzgadores se desvinculan de la acusación fiscal por los 

siguientes fundamentos: 

a. Todas las pruebas actuadas en el Juicio Oral, dan cuenta 

de imputada “a”, ha sido destinataria de diversos montos 

de dinero depositados o girados a su nombre, por lo que 

debió presumir el carácter delictivo de éstos, dada su 

monta y teniendo en cuenta la remuneración del 

imputado, quién era el que le giraba dicho dinero.  

b. Sin embargo, señala que dicha percepción de dinero, 

tomando en cuenta que los caudales los depositaba 

Gilberto Vargas Flores a su nombre propio y, luego 

retiraba el dinero y lo volvía a grirar o depositar a la 

mencionada señorita, no se trata de un caudal público 

directamente del que estaría disponiendo puesto que el 

delito ya se consumó con  la primera trasferencia, lo que 

no puede imputársele el delito de peculado doloso. 

c. A esta señorita, dadas las características de su proceder se 
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la Sentencia, condenándola a cuatro años de pena 

privativa de libertad y noventa días multa por el delito de 

receptación. 

d. Respecto de la imputada “a”, se tiene que ésta habría 

girado un monto dinerario a la señorita “b”, el mismo que 

le habría entregado Gilberto bajo la aseveración de que 

era para pagar a un proveedor. 

e. Respecto de esta señorita, no se habría apoderado del 

dinero debido a que Gilberto Vargas primero se giraba el 

dinero a un nombre y posteriormente disponía de él. En 

el caso no es posible decir que la señorita estuvo en 

posibilidad de conocer la procedencia del dinero porque 

no trabajaba directamente en la Municipalidad de 

Sorochuco, ni que éste estaba siendo utilizado 

indebidamente, puesto que estaba actuando por hacerle 

un favor al señor Gilberto quién le habría encargado que 

haga el depósito. Por lo que su conducta no resulta ilícita, 

siendo absuelta por el colegiado. 

5. Factores externos que intervienen en la toma de las 

decisiones 

En el presente caso no se avisora ningún factor externo que 

condicione la resolución judicial. 

 

En consecuencia, en el presente proceso, el problema presentado 

respecto de la corrección de la acusación fiscal, también pudo 
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haberse subsanado en etapa intermedia, sin embargo, el Juez de 

Investigación Preparatoria a cargo no realizó el estudio pertinente del 

caso, lo que resultó en un indebida tipificación del delito, lo que 

obligó al Juez del Juzgamiento a realizar una desvinculación de la 

pena presentada en la acusación por motivos meramente jurídico 

procesales que pudieron haber sido subsanados previamente. 

 

Por otro lado, se tiene que el Fiscal tampoco habría realizado una 

correcta tipificación del delito a pesar de contar ya con el acervo 

probatorio que finalmente fue actuado en juicio y, al tratarse de un 

hombre de derecho, es su responsabilidad dicha actuación. 

 

En ese sentido, una de las causas identificadas para la posterior 

desvinculación de la acusación fiscal por parte del Juez del 

Juzgamiento es la incorrecta actuación de los magistrados que 

controlan la acusación, generando inconvenientes en la aplicación 

del derecho que deben ser resueltos a través de esta figura. 

 

4.4. DISCUSIÓN 

 

4.4.1. DISCUSIÓN EMPÍRICA 

 

La discusión en la presente tesis se originará a partir de la 

contrastación o no de la hipótesis planteada originalmente, la misma 

que estableció: 

 



141 
 

“…La existencia de una errónea calificación jurídica de los 

hechos penales (tipicidad errónea) y la presión mediática de 

la prensa y la sociedad, hacen que los jueces penales se 

desvinculen de la acusación fiscal…” 

 

Del estudio empírico realizado se tiene: 

 

5.1. Existen deficiencias en la elaboración de los dictámenes 

acusatorios en todos los casos analizados, las mismas que 

redundan en temas tanto procesales como en el análisis de 

fondo. 

 

5.2.  Dichas deficiencias no han sido advertidas ni corregidas en 

la etapa intermedia por lo que el control de acusación llevado 

a cabo por el Juez tampoco ha sido eficiente. 

 
5.3. Las deficiencias en la acusación y la falta de control judicial 

han generado circunstancias problemáticas en cuanto a 

determinación de la pena y tipificación del delito. 

 
5.4. Los Jueces de Juzgamiento se han visto obligados a subsanar 

dichas deficiencias y desvincularse de la acusación fiscal. 

 
5.5. Una deficiencia presentada en dos de los casos es que no se 

ha cumplido con los requisitos de procedibilidad establecidos 

en el artículo 374, inciso 1 del Código Procesal Penal. 



142 
 

 
5.6. No se ha tenido constancia de que existan otros factores o 

causas extra jurídicas que motiven la desvinculación de la 

acusación fiscal. 

 

Con lo dicho se tiene plenamente corroborado lo siguiente: Se ha 

comprobado parcialmente la hipótesis debido a que se tiene cuenta 

que existen causas jurídicas como la incorrecta proposición 

punitiva o la incorrecta tipicidad de parte de los fiscales que orillan 

a la judicatura a desvincularse de la acusación fiscal; sin embargo, 

no se ha comprobado que existan causas extrajurídicas o 

meramente sociales tales como la presión mediática; por otro lado, 

realizar tal afirmación sería tanto como decir que los jueces 

condicionan sus fallos a la coyuntura social, lo cual raya con lo 

delictual y no puede ser aceptado dentro de nuestra sociedad y, si 

excepcionalmente ocurre, deberá ser materia de análisis procesal y 

no doctrinario. 

 

4.4.2. DISCUSIÓN TEÓRICA 

 

Respecto a la Desvinculación de la Acusación Fiscal en la Sentencia 

Penal, observamos que en el Código de Procedimientos Penales en 

su artículo 285° apartado A, precisa que sólo es posible la 

Desvinculación de la Acusación Fiscal cuando corresponda variar la 

calificación jurídica del hecho procesal o cuando se advierten 
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circunstancias modificativas de la responsabilidad no incluidas en la 

Acusación que aumente la punibilidad.  

 

Sólo está destinada, por consiguiente, a la introducción de hechos no 

esenciales o accidentales al hecho principal, inmutable en sí mismo, 

y a desvinculación respecto de la calificación jurídica del hecho 

acusado; en el mismo sentido, advertimos que en Código Procesal 

Vigente, en su inciso 1) del artículo 374°, se precisa que si en el 

curso del Juicio, antes de la culminación de la actividad probatoria, 

el Juez Penal observa la posibilidad de una calificación jurídica de 

los hechos objeto del debate que no ha sido considerada por el 

Ministerio Público deberá advertir al Fiscal y al imputado sobre esa 

posibilidad; sin embargo, creemos conveniente que es necesario 

entender del porqué de esta desvinculación del tipo penal, por cuanto 

el lugar natural es la Etapa Intermedia, etapa en la cual se sanea el 

proceso penal, donde se verifica la adecuada tipificación del delito 

imputado, se admiten o desaprueban los medios de prueba, 

entendiéndose que ambos magistrados (Juez y Fiscal) se encuentran 

capacitados jurídicamente para desarrollar dicho saneamiento, más 

aún, si se encuentran los abogados de las partes procesales, quienes 

tienen la obligación y derecho de presentar cuanto medio técnico de 

defensa sea necesario para defender los intereses de sus 

patrocinados, por lo que, ante esta preocupación de entender del por 

qué conlleva a los magistrados desvincularse del tipo penal es que 

hemos creído necesario realizar este trabajo de investigación; 
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estando en la creencia que si bien pueden existir errores u omisiones 

en la Acusación fiscal las cuales deben ser observadas y subsanadas 

por el Órgano Jurisdiccional, también somos de la creencia, que 

dicha observación se debe realizar en la Etapa Intermedia, más no en 

la Etapa de Enjuiciamiento (Gómez, 1997, p. 94), donde el proceso 

ya se encuentra encaminado hacia dónde deben apuntar las partes 

procesales a fin de buscar la condena o absolución del acusado. 

 

La acusación fiscal debe indicar la acción u omisión punible y las 

circunstancias que determinan la responsabilidad del imputado 

(artículos 225°.2 del Código de Procedimientos Penales –en 

adelante, ACPP- y 349°.1-b del Código Procesal Penal –en adelante, 

NCPP-). Un requisito formal de la acusación es, precisamente, su 

exhaustividad y concreción –debe cumplir con lo dispuesto en los 

artículos 92° de la Ley Orgánica del Ministerio Público y 225° 

ACPP o 349°.1 NCPP-. Si la acusación es vaga e insuficiente 

produce indefensión. 

 

La acusación fiscal, valorando tanto los actos de investigación como 

los actos de prueba preconstituida o anticipada y la prueba 

documental, en primer lugar, debe precisar con rigor los hechos 

principales y el conjunto de circunstancias que están alrededor de los 

mismos; y, en segundo lugar, debe calificarlos jurídicamente 

acudiendo al ordenamiento penal: tipo legal, grado del delito, tipo de 

autoría o de participación, así como mencionar las diversas 
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circunstancias genéricas modificativas de la responsabilidad penal 

que están presentes en el caso (artículos 46°-A, 46°-B, 46°-C, 21° y 

22° CP, y artículos 136° ACPP o 161° NCPP), y las reglas propias 

del concurso de delitos (artículos 48°/50° CP). 

 

Las normas sobre el concurso de delitos tienen una incidencia directa 

en la determinación del marco penal aplicable. Así han sido 

concebidas por el derecho positivo; el Código Penal las incorpora en 

el Capítulo II del Título III del Libro Primero, dedicado a la 

aplicación de la pena-. Sin perjuicio de lo expuesto, es de enfatizar 

que los concursos delictivos –concurso ideal, concurso real, delito 

continuado y delito masa-, son casos de concurrencia de tipos 

penales realizados sin que ninguno excluya a otro, con diferentes 

normas penales violadas y diversidad de bienes jurídicos lesionados 

(Quintero, 2000). 

 

El Código Procesal Penal, tiene instituciones precisas que permiten 

un control más efectivo de la acusación. En efecto, el artículo 

350°.1) del Código Procesal Penal, entre las ocho mociones o 

peticiones autorizadas, otorga a las partes –y que, por su propia 

naturaleza referida a la admisibilidad de un acto postulatorio de 

especial trascendencia procesal, también puede ser deducida de 

oficio por el Tribunal- la posibilidad de observar la acusación que 

contiene defectos formales y, por ello, de requerir su corrección –

casos de una acusación incompleta o que no ha hecho referencia, por 
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ejemplo, a los supuestos de concurso de delitos y a la definición del 

marco penal-. El artículo 374°.1 del Código Procesal Penal, reconoce 

al Tribunal la facultad de plantear la tesis cuando sea posible una 

calificación jurídica de los hechos objeto del debate que no ha sido 

considerada por el Ministerio Público. El artículo 387°.2 del Código 

Procesal Penal, otorga al Fiscal la facultad solicitar un aumento o 

disminución de la pena si durante el juicio han surgido nuevas 

razones justificativas para hacerlo. Éste sería el caso de la afirmación 

de un concurso de delitos, que conlleva una pena más grave, cuya 

aceptación está condicionada, como es obvio, a la formulación de 

razones jurídicas específicas o nuevas en relación con la acusación 

escrita, en tanto en cuanto no importen una modificación del hecho 

procesal. 

 

El problema se presenta cuando la acusación ha solicitado 

erróneamente la imposición de una pena que no corresponde a lo 

previsto en la ley, bien porque haya requerido la aplicación de una 

pena inferior al mínimo legal, o bien porque omita pedir alguna de 

las penas que la ley haya previsto para esa concreta infracción penal 

–por ejemplo, no incluyó alguna de las penas principales conjuntas o 

una pena accesoria-. 

 

En estos casos prima el principio de legalidad, pues el Juez está 

sometido a la Ley, que no puede dejar de aplicarla. El Juez, en suma, 

debe imponer la pena dentro del marco legal correspondiente. No 
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está librado al arbitrio del Ministerio Público la fijación de penas 

distintas a las señaladas por la ley para cada delito. 

 

No se trata de impedir que la acusación señale un límite máximo –

que es la pauta legal fijada por el Código Procesal Penal -, sino de 

evitar que pueda establecer penalidades diferentes a las legales, 

cuestión totalmente diferente, que se resuelve con la primacía del 

principio de legalidad. Tal limitación, dice por ejemplo la Sentencia 

del Tribunal Supremo Español del 12 de abril de 1995, no es 

aplicable a los errores que hayan podido cometerse en los escritos de 

calificación (acusación fiscal). 

 

Por lo demás, en estos casos el Tribunal ha de imponer la pena 

legalmente procedente, teniendo en cuenta los elementos 

agravatorios introducidos por la acusación y debatidos (o 

susceptibles de haberlo sido) en el juicio oral, concretándola en 

cuanto a su cuantía y duración en el mínimo legal (Colmenero, 2004, 

p. 55). 
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CAPÍTULO V 

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



149 
 

 

5.1. CONCLUSIONES 

 

5.1.2.  Es causa para la desvinculación de la acusación fiscal la incorrecta 

actuación de los magistrados que controlan la acusación, generando 

inconvenientes en la aplicación del derecho que deben ser resueltos a 

través de esta figura. 

 

5.1.3. Otra causa para la desvinculación de la acusación fiscal es la indebida 

actuación técnica del Fiscal al elaborar su acusación. 

 

 

5.1.4. En cuanto al ámbito sustantivo, está referido a temas de fondo del 

asunto, como por ejemplo la correcta subsunción de los hechos 

acreditados mediante el material probatorio en la normatividad penal, 

concretamente el tipo penal. 

 
5.1.5. No existe una causa social que fundamente la desvinculación de la 

acusación fiscal, por los jueces penales, en el distrito judicial de 

Cajamarca, durante los años 2014 y 2015.   
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5.2. RECOMENDACIONES 

 

5.2.1. Se recomienda al Órgano de Control del poder Judicial a fin de que revise 

periódicamente los procesos que han sido sentenciados por desvinculación 

de la acusación, a fin de controlar que los magistrados no excedan el poder 

que les ha conferido el Estado. 

 

5.2.2. Se recomienda al órgano de Control del Ministerio Público que revise las 

acusaciones que han sido motivo de desvinculación a fin de constatar si la 

incorrecta o deficiente actuación del Fiscal obedece a la irresponsabilidad 

en el cumplimiento de sus funciones. 

 
 

5.2.3. Se recomienda a los órganos ejecutivos del Poder Judicial y Ministerio 

Público, a fin de establecer directivas tendientes a regular la actividad 

mínima de los Jueces y Fiscales en la etapa intermedia, a efectos de 

establecer una estricta calificación jurídica de los procesos que pasan a 

juicio oral.  
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